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Resumen 

Título: Acceso y formalización de la tierra en familias del municipio de Tibú, Norte de Santander, 

en el marco de la implementación del Acuerdo de Paz del 2016 

 

Autores:  Valentina Santiago Velásquez, Nathalia Andrea Mancilla González** 

Palabras Clave: Tenencia de la Tierra, Acuerdo de Paz, Conflicto Armado, Campesinado, 

Reforma Agraria. 

Descripción: 

A casi una década de la firma del Acuerdo de Paz de 2016, los avances en materia de acceso y 

formalización de la tierra continúan presentando rezagos significativos, particularmente en 

territorios priorizados como el municipio de Tibú, Norte de Santander, marcado por altos índices 

de victimización y disputas territoriales. Por lo anterior, esta investigación tuvo como propósito 

comprender el proceso de acceso y formalización de la tierra de las familias de Tibú, en el marco 

de la implementación del Acuerdo de Paz. Este proceso identificó los principales obstáculos 

enfrentados por las familias campesinas, los avances y el cumplimiento del Estado en la garantía 

de este derecho, y el impacto de la agudización de la violencia territorial sobre dichos procesos. 

La investigación se desarrolló bajo un enfoque cualitativo y un paradigma sociocrítico, 

combinando la revisión documental de fuentes institucionales, jurídicas y académicas; así mismo, 

se realizaron siete entrevistas semiestructuradas a víctimas del conflicto sociopolítico y armado, 

beneficiarios de la formalización y entrega de tierras campesinos en municipio, así como a 

representantes de la Agencia Nacional de Tierras (ANT) y la Unidad de Restitución de Tierras 

(URT). La información se codificó y analizó mediante el software Atlas.ti, a través de una 

estrategia mixta de categorización deductiva e inductiva. Los hallazgos permitieron comprender 

que el proceso de acceso y formalización de la tierra en Tibú constituye una realidad compleja que 

trasciende los procedimientos administrativos, al estar atravesada por las dinámicas del conflicto 

armado, la débil presencia institucional y las estrategias de resistencia desplegadas por las 

comunidades campesinas para permanecer en su territorio. 

 

 

 
 Trabajo de Grado. 
** Facultad de Ciencias Humanas. Escuela de Trabajo Social. Director Carlos Lasso Urbano. 
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Abstract 

 

Title: Land Access and Formalization for Families in the Municipality of Tibú, Norte de 

Santander, as Part of the Implementation of the 2016 Peace Agreement* 

Authors: Valentina Santiago Velásquez, Nathalia Andrea Mancilla González** 

Keywords: Land Tenure, Peace Agreement, Armed Conflict, Peasantry, Agrarian reform 

Description: 

Nearly a decade after the signing of the 2016 Peace Agreement, progress on land access and 

formalization continues to lag significantly, particularly in priority areas such as the municipality 

of Tibú, Norte de Santander, which is marked by high rates of victimization and land disputes. 

Consequently, the purpose of this study was to understand the process of land access and 

formalization for families in Tibú, within the framework of the Peace Agreement’s 

implementation. This study identified the main obstacles faced by rural families, the progress made 

and the government’s compliance in guaranteeing this right, and the impact of escalating territorial 

violence on these processes. The research was conducted using a qualitative approach and a 

sociocritical paradigm, combining a literature review of institutional, legal, and academic sources; 

as well as seven semi-structured interviews with victims of the sociopolitical and armed conflict, 

beneficiaries of land formalization and allocation in the municipality, and representatives of the 

National Land Agency (ANT) and the Land Restitution Unit (URT). The data was coded and 

analyzed using Atlas.ti software, employing a mixed strategy of deductive and inductive 

categorization. The findings revealed that the process of land access and formalization in Tibú is 

a complex reality that goes beyond administrative procedures, as it is shaped by the dynamics of 

the armed conflict, a weak institutional presence, and the resistance strategies employed by rural 

communities to remain on their land. 

 

 

 

 

 
* Bachelor Thesis.  
** Facultad de Ciencias Humanas. Escuela de Trabajo Social. Director Carlos Lasso Urbano. 
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Introducción 

El acceso y la formalización de la tierra ocupa un eje central en la configuración histórica, 

política y social del conflicto armado colombiano. La concentración de la propiedad rural, el 

despojo sistemático y las profundas desigualdades territoriales han generado escenarios de 

exclusión que afectan especialmente a las comunidades campesinas, indígenas y 

afrodescendientes. En regiones como el Catatumbo, estas dinámicas se intensifican debido a la 

débil presencia estatal, la persistencia de economías ilícitas y la disputa de actores armados, en 

este contexto, el Acuerdo Final de Paz firmado en 2016 entre el gobierno nacional y Fuerzas 

Armadas Revolucionarias de Colombia - Ejército del Pueblo (FARC-EP), en el primer punto de 

dicho acuerdo introdujo la Reforma Rural Integral como una apuesta para transformar las 

condiciones estructurales que dieron origen al conflicto, mediante la creación de un Fondo de 

Tierras y la formalización masiva de la propiedad rural (Gobierno Nacional y FARC-EP, 2016).  

Sin embargo, a casi una década de su firma, los avances en materia de acceso y 

formalización de la tierra presentan rezagos significativos, especialmente en territorios priorizados 

como Tibú en Norte de Santander municipio que registra altos índices de victimización, solicitudes 

de restitución y disputas territoriales. Para las familias campesinas de esta zona, el acceso a la tierra 

no sólo representa un medio de subsistencia, sino un elemento esencial para la autonomía, la 

identidad territorial y la reconstrucción del tejido social afectado por la guerra. 

En este orden de ideas la presente investigación busca comprender cómo se ha desarrollado 

el proceso de acceso y formalización de la tierra en Tibú en el contexto de implementación del 

Acuerdo de Paz firmado en el año 2016. A partir de un enfoque cualitativo y un paradigma 

sociocrítico, se analizan las experiencias, barreras y expectativas de las familias frente a un proceso 
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que continúa siendo determinante para la construcción de paz, la garantía de derechos y la 

transformación rural en el país. 

1. Planteamiento del Problema 

1.1. Descripción del Problema 

 

El acceso y la propiedad de la tierra han sido históricamente una de las principales fuentes 

del conflicto en Colombia. El Centro Nacional de Memoria Histórica (CNMH, 2015) explica que 

la concentración de tierras en Colombia tiene sus raíces en dinámicas de éxodo y despojo que se 

remontan a los periodos de la colonización y La Independencia. Como señala Tovar (1975), desde 

el siglo XIX los procesos de colonización y adjudicación de baldíos no respondieron a las 

necesidades de campesinos, sino que sirvieron para consolidar a los terratenientes como clase 

dominante, en alianza con empresarios urbanos que comercializaban terrenos baldíos 

transformándolos en propiedad privada. Esta concentración histórica de la tierra en pocas manos 

ha generado profundos conflictos y desigualdades en Colombia que fueron agudizándose durante 

el siglo XIX e inicios del siglo XX (Tobar, 2015, como se citó en Lasso-Urbano, 2024). 

Ahora bien, resulta relevante señalar que, a lo largo de la segunda década del siglo XX, se 

evidenció un crecimiento significativo de la lucha campesina, lo que marcó un hito en la historia 

de las luchas obreras en el país. Pese a los esfuerzos de la población, el Estado benefició de forma 

legislativa a los grandes terratenientes (Lasso-Urbano, 2024).  

En la época contemporánea las disputas por la tierra y el territorio en Colombia han 

aumentado de forma acelerada impactando las diversas esferas de la vida cotidiana, donde la débil 

presencia institucional agudiza aún más el panorama nacional. Es así que “lo anterior evidencia 

que la preocupante situación de millones de personas desplazadas no corresponde a un fenómeno 
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focalizado o de carácter local, sino a una problemática generalizada de escala nacional” (Centro 

Nacional de Memoria Histórica, 2015, p. 136). Por otro lado, dentro de los hechos victimizantes 

ocurridos en el del marco del conflicto armado colombiano determinados en la Ley 1448 de 2011 

se encuentra el despojo de tierras, esta situación es una de las principales causas del desplazamiento 

forzado, puesto que se obliga a las personas a abandonar sus propiedades al haber perdido control 

sobre las mismas. En este orden de ideas, el despojo se podría definir como la apropiación de 

tierras o bienes ajenos mediante el uso de la fuerza, el engaño, el desplazamiento forzado o 

mecanismos legales irregulares. 

Según la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación (2009) el despojo de tierras 

se ejerce de diversas modalidades entre las cuales encontramos el uso de la violencia física con 

amenazas y daños, la destrucción de la documentación oficial del predio, la apropiación de predios 

por parte del Estado, el uso ilegal de figuras jurídicas, la compra-venta forzada, el abandono y 

apropiación, entre otras. Estas modalidades evidencian que el despojo no ha sido un hecho aislado, 

sino una práctica sistemática que ha contado con la participación de múltiples actores. En este 

sentido, no sólo los grupos armados ilegales han sido responsables del desplazamiento forzado y 

el despojo de tierras, sino también actores legales. De acuerdo con Luque (2016), el fenómeno del 

desplazamiento en Colombia no puede atribuirse a un solo responsable, pues ha sido impulsado 

por la acción de diversos actores, entre ellos guerrillas, fuerzas militares, grupos paramilitares, 

ganaderos, narcotraficantes, así como empresas tanto nacionales como transnacionales. 

Frente a la histórica desigualdad en la tenencia de la tierra, una de las principales apuestas 

hechas por el Estado colombiano fue el “Acuerdo Final para la Terminación de Conflicto y la 

Construcción de una Paz Estable y Duradera” firmado en 2016 entre el gobierno colombiano y las 

Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia–Ejército del Pueblo (FARC-EP); el acuerdo 
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introdujo en su primer punto la implementación de una Reforma Rural Integral. Esta reforma está 

orientada en la creación de un fondo de tierras para democratizar el acceso y el uso adecuado de 

la misma, el desarrollo de programas con enfoque territorial, el avance en procesos para la 

formalización de propiedades, la resolución de conflictos por el uso y tenencia de la tierra. Sumado 

a lo mencionado, dentro del marco de la Reforma Rural Integral se establecieron 10 millones de 

hectáreas de tierras para la restitución, divididas en un Fondo de Tierras, donde 3 millones están 

dispuestas para reparación e indemnización, y 7 millones para programas de formalización de 

propiedad rural (Organización de las Nacionales Unidas [ONU], 2025).  

En este orden de ideas, el Gobierno Nacional realizó la publicación de datos sobre el avance 

de la implementación del acuerdo de paz final entre el periodo del 7 de agosto del 2022 al 31 de 

marzo de 2023, en el cual se señalan la adopción de 16 Planes Nacionales para la Reforma Rural 

Integral; así mismo, se contaron con 32.808 iniciativas comunitarias en los Planes de Acción para 

la Transformación Regional (PATR) construidas de manera conjunta con la comunidad, registrando 

un avance del 42% (Presidencia de la República, 2023).  

En 2025 la Agencia Nacional de Tierras (ANT) ha informado que durante el Gobierno del 

presidente Gustavo Petro se han entregado 600.000 hectáreas de tierra fértil a las víctimas del 

conflicto armado y se han formalizado 503.860 hectáreas dispuestas para la reforma agraria; a su 

vez, se destacó que la ANT ha formalizado hasta la fecha más de 1.200.000 hectáreas y hoy muchas 

víctimas son dueñas legítimas de sus predios. 

Sin embargo, casi a una década de la firma del Acuerdo de Paz, los avances de la 

implementación del punto 1 han sido limitados. Para el 2017 el Instituto Kroc de Estudios 

Internacionales de Paz mencionó en uno de sus informes que “de las 23 disposiciones que 

corresponden al acceso y uso de la tierra, 12 disposiciones (52%) aún no se han iniciado y sólo 
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una se ha implementado plenamente (4%)” (p. 44). Así mismo, en 2019 el instituto continuó 

realizando estudios en los cuales se evidenciaron dificultades con respecto a la implementación 

del punto uno como retrasos legislativos, incremento en la deforestación, falta de claridad frente a 

los procesos de articulación de los Planes de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET), falta de 

garantías para las comunidades, desconocimiento e incertidumbre acerca de los planes de 

inversión, estancamiento de las iniciativas pactadas en los PATR, etc.  

En cuanto al último informe publicado por el instituto Kroc en 2024 no se registraron 

desarrollos relacionados con las medidas de acceso a tierras, la implementación del catastro 

multipropósito en comunidades étnicas, en la coordinación institucional para las iniciativas en los 

PATR, entre otros; sin embargo, se identificaron algunos avances en las Zonas de Reserva 

Campesina (ZRC), en las estrategias para fortalecer la transformación regional, en la formalización 

y la adjudicación de tierras provisionales, etc.; a febrero de 2025 el Ministerio de Agricultura 

reportó que sólo se ha adjudicado un 6% de la meta de 3 millones de hectáreas dispuestas para la 

reparación en la Reforma Rural Integral (Ministerio de Agricultura, citado en Misión de 

Verificación de la ONU, 2025). En términos generales, los procesos de restitución de tierras en 

Colombia siguen enfrentando diversos desafíos, como el escaso avance en la formalización de 

propiedades, la necesidad de mejorar los registros de información y la falta de jurisdicción agraria.  

Ahora bien, centrándonos en el Catatumbo, esta es una subregión ubicada en la zona 

nororiental del departamento de Norte de Santander, conformada por los municipios de Ocaña, El 

Carmen, Convención, Teorama, San Calixto, Hacarí, La Playa, El Tarra, Tibú y Sardinata. De 

acuerdo el Departamento Nacional de Estadística (DANE, 2023 como se citó en Unidad para las 

Victimas, 2025), para el año 2025 esta subregión contó con una población estimada de 377.346 

habitantes.  
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Figura 1 

Zona del Catatumbo 

Nota. Tomado de El Bajo Catatumbo: Recorridos por los paisajes de la violencia en Colombia, 

por J. S. Sanabria, 2016, Centro Nacional de Memoria Histórica. 

 

Esta región ha estado históricamente marcada por el conflicto armado, la exclusión social 

y la presencia de cultivos de uso ilícito, debido a su carácter estratégico por la cercanía con la 

frontera venezolana y su riqueza en recursos naturales. La ausencia del Estado ha facilitado el 

surgimiento y permanencia de economías ilegales, así como el establecimiento de múltiples actores 

armados ilegales; esta condición estructural de abandono ha perpetuado las desigualdades en el 

acceso a la tierra y ha obstaculizado cualquier posibilidad real de restitución, desarrollo o paz 

estable y duradera. En este contexto, la tierra en el Catatumbo no sólo representa un bien 

económico, sino un eje estratégico de poder y control territorial (Unidad para las víctimas, 2025).  

Sumado a ello, la presencia de empresas multinacionales también ha tenido un impacto 

significativo en la configuración del acceso y uso del suelo. En la región del Catatumbo existen 
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actualmente 68 títulos mineros activos, de los 636 que hay en todo el departamento de Norte de 

Santander y los 8.525 registrados en el país (Salgado, 2012). Con la firma del Acuerdo de Paz en 

2016, se esperaba una reducción significativa de la violencia en el Catatumbo; sin embargo, en los 

últimos años, se ha generado un incremento en los hechos victimizantes, entre ellos el 

desplazamiento forzado y el despojo de tierras. 

En el año 2025, De acuerdo con la Defensoría del Pueblo, en el transcurso de 2025, entre 

el 16 de enero y el 7 de diciembre, el Registro Único de Víctimas (RUV) incorporó a 105.203 

personas afectadas por la crisis del Catatumbo, siendo el desplazamiento forzado la principal causa 

con 101.587 casos, a los que se suman víctimas de amenazas, confinamiento y despojo o abandono 

de tierras (Fundación Ideas para la Paz, 2026).  

En cuanto a los procesos de restitución en 2023 la Unidad de Restitución de Tierras (URT) 

documentó el avance en la devolución de 6.400 hectáreas en el departamento de Norte de 

Santander, beneficiando a 1.238 personas e impulsando 80 proyectos productivos en pro del 

desarrollo rural en la región. Sin embargo, pese a estos avances las comunidades rurales, 

especialmente campesinas e indígenas, continúan siendo las principales víctimas de esta lucha por 

el control del territorio. De acuerdo con cifras de la Unidad para las Víctimas en 2025 se reportaron 

9.417 eventos de victimización en la subregión, de los cuales el 11 % corresponde al abandono o 

despojo de tierras, entendiendo de esta manera que el despojo de tierras es una estrategia 

sistemática utilizada para reconfigurar el control social, político y económico en el territorio 

(Unidad para las Victimas, 2025).  

El despojo de tierras en el Catatumbo ha tomado distintas formas. Según Gutiérrez (2014) 

como se citó en el CNMH (2016), el despojo estratégico se realiza con fines militares, como el 

control territorial y la erradicación de población considerada colaboradora de insurgencias. El 
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despojo clientelista busca asegurar poder político local mediante la entrega forzada de tierras a 

aliados como terratenientes o empresarios. Finalmente, el despojo oportunista ocurre cuando 

individuos armados se apropian de tierras para su beneficio personal, aprovechando el conflicto 

para acumular propiedades o expandir negocios ilegales.  

El municipio de Tibú es uno de los más afectados del Catatumbo, muchas familias 

campesinas se han visto obligadas a vender sus tierras por debajo de su valor, perdiendo la 

oportunidad de acceder a programas de formalización y desarrollo productivo (CCALP, 2023). 

Además, Tibú ocupa el segundo lugar a nivel nacional con un total de 2.077 solicitudes de 

restitución de tierras que corresponden a 1.901 predios, lo que representa el 10 % del total de 

predios del municipio (Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras 

Despojadas, 2026). No obstante, en medio de este panorama, también se han registrado avances. 

En el último año, la Agencia Nacional de Tierras (2025) entregó 387 títulos de propiedad rural en 

4.462 hectáreas distribuidas en municipios como Sardinata, Ábrego, Ocaña y Tibú. Estos procesos 

de formalización benefician a campesinos, víctimas del conflicto y antiguos cultivadores de hoja 

de coca, quienes inician ahora una transición hacia economías lícitas y producción agroalimentaria.  

A pesar de los avances normativos y de las entregas de títulos de propiedad promovidas, 

persisten dudas sobre la eficacia, la cobertura y la adecuación de estos procesos a las necesidades 

de las familias campesinas y víctimas. A partir de los elementos que se han expuesto, se plantea la 

siguiente pregunta de investigación ¿Cómo ha sido el proceso de acceso y formalización de la 

tierra para las familias del municipio de Tibú en el departamento de Norte de Santander, en el 

marco de la implementación del Acuerdo de Paz firmado en el 2016? 
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1.2. Objetivos 

Objetivo General 

Comprender el proceso de acceso y formalización de la tierra de las familias del municipio 

de Tibú, departamento de Norte de Santander, en el marco de la implementación del Acuerdo de 

Paz firmado en el 2016. 

Objetivos Específicos 

- Identificar los principales obstáculos y limitaciones que han tenido las familias del 

municipio de Tibú para el acceso y formalización de la tierra 

- Determinar los avances y cumplimientos por parte del Estado para la garantía del acceso y 

formalización de la tierra, posterior a la firma del acuerdo de paz firmado en el 2016. 

- Reconocer el impacto que ha tenido la agudización de la violencia en el territorio para el 

acceso a la tierra. 

1.3. Justificación 

La investigación que se pretende desarrollar es relevante debido a que permite comprender 

una de las problemáticas estructurales más persistentes en el Catatumbo como lo es las dificultades 

de las familias campesinas para acceder y formalizar la tierra en un contexto marcado por el 

conflicto social y armado, la presencia de economías ilícitas y la limitada acción estatal. Analizar 

este proceso en el marco del Acuerdo de Paz de 2016 es fundamental para reconocer los avances 

alcanzados, así como los obstáculos y tensiones que persisten casi una década después de su firma. 

Desde el Trabajo Social, abordar el problema agrario implica reconocer que la tierra no es 

únicamente un recurso productivo, sino un territorio que sustenta la identidad, la memoria y los 

proyectos de vida de las comunidades rurales. Por ello, estudiar los procesos de acceso y 
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formalización en Tibú permite visibilizar las voces históricamente excluidas y aportar un análisis 

territorial, acorde con las realidades del campo. En un escenario donde el conflicto armado 

continúa reconfigurando el territorio, estas reflexiones académicas y sociales se vuelven 

indispensables para promover garantías de derechos y avanzar hacia una paz estable y duradera en 

la región. 

2. Marco Referencial 

2.1. Antecedentes 

El análisis de diversos artículos científicos, estudios e investigaciones académicas 

publicados en revistas especializadas han permitido una comprensión más profunda y crítica sobre 

el acceso a la tierra, especialmente en contextos atravesados por el conflicto armado, la desigualdad 

estructural y las dinámicas de despojo. Estas fuentes, fueron extraídas de bases de datos como 

Dialnet, Scielo, revistas científicas y académicas internacionales, nacionales y regionales que 

ofrecen diversas perspectivas sobre la distribución de la tierra y su papel en los conflictos socio 

territoriales. 

2.1.1. Internacional 

Florentín (2024) en su texto dominado “Factores que intervienen en el arraigo campesino: 

caso de la compañía Boquerón, distrito de Mbuyapey, periodo 2008-2018” destaca cómo el arraigo 

campesino está fuertemente condicionado por el acceso a la tierra en Paraguay, en combinación 

con factores institucionales como las transferencias estatales, socioculturales, la vida comunitaria, 

la solidaridad vecinal y los lazos familiares;  esto con el objetivo de identificar los factores que 

pueden favorecer la permanencia del campesino en el territorio. 
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De esta manera, por medio del estudio de tipo cualitativo, se evidencia que la tenencia de 

la tierra es clave para el futuro de la zona, pero el acceso a tierras se torna cada vez más difícil, lo 

que incrementa la desigualdad y limita las posibilidades de desarrollo. Muchos campesinos se ven 

obligados a vender sus activos, como animales o bienes familiares, para cubrir necesidades básicas 

o de emergencias de salud, si bien algunos hogares reciben apoyo estatal esto resulta insuficiente. 

Finalmente, se observa que existen prácticas de intercambio entre vecinos, por ejemplo, el 

compartir agua en situaciones de sequía, fortaleciendo los lazos comunitarios. 

Paralelamente, Castañeda y Salamé (2021) en su estudio de corte cualitativo, titulado 

“Acumulación por despojo en los territorios agrarios chilenos”, tiene como fin caracterizar los 

procesos de acumulación por despojo que han afectado al agro en el país, de esta manera 

mencionan cómo los procesos de reforma y contrarreforma agraria en Chile, lejos de garantizar el 

acceso equitativo a la tierra, han propiciado una lógica de acumulación por despojo, favoreciendo 

la concentración en manos del capital privado. 

Se evidencia que se implementó una estrategia única para expulsar a las familias 

campesinas de sus tierras vulnerando sus derechos, y como resultado, las tierras pasaron a manos 

de conglomerados nacionales y transnacionales que buscan la acumulación capitalista a través del 

control de los recursos naturales. En este contexto, el Estado chileno ha abandonado su rol 

protector y garante de derechos, limitándose a una función subsidiaria que no ha sido capaz de 

revertir las desigualdades, ni de implementar transformaciones estructurales en beneficio de las 

mayorías rurales. 

2.1.2. Nacional 
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Por medio del artículo titulado “Campesinos al derecho: movilización legal por la tierra y 

trabajo en Colombia” Coronado (2023) analiza el proceso histórico, jurídico y político mediante 

el cual el campesinado colombiano ha sido representado en el derecho; y cómo, a través de 

estrategias de movilización legal, ha logrado posicionarse como un sujeto de derechos en el marco 

constitucional colombiano. 

El artículo aborda de forma central como el campesinado ha sido históricamente excluido 

de diversas categorías jurídicas en Colombia, y cómo esta exclusión ha reproducido desigualdades 

sociales, económicas y políticas. Inicialmente, se hace referencia al campesinado como “sujeto de 

reforma agraria” en el marco de las políticas redistributivas del siglo XX, y posteriormente se logra 

su consolidación como “sujeto de especial protección constitucional” en la jurisprudencia de la 

Corte Constitucional. El autor concluye que la movilización legal ha sido una herramienta eficaz 

para que el campesinado colombiano acceda al reconocimiento jurídico, lo que le ha permitido 

expresarse con voz. 

Por su parte, Pabón-Lara (2024) en su investigación “Estado, petroleras e indígenas en el 

Catatumbo (Norte de Santander, Colombia): formas de violencia y despojo territorial durante la 

primera mitad del siglo XX” realiza una revisión de fuentes legales, notas de prensa y un examen 

crítico de fuentes secundarias; el autor expone cómo la expansión de la industria petrolera en el  

norte del país implicó políticas de despojo territorial, violencia estructural y exclusión de las 

comunidades indígenas. Ahora bien, este artículo permite entender cómo el proceso de formación 

del Estado colombiano en zonas periféricas como el Catatumbo no se consolidó mediante una 

institucionalidad fuerte y reguladora, sino a través de la delegación de funciones estatales a agentes 

privados, en este caso a compañías petroleras estadounidenses.  Finalmente, Pabón (2024) señala 
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cómo el discurso de “civilización” justificó la represión, desalojos, masacres, desplazamientos 

forzados, destrucción ambiental y una estigmatización sistemática de los pueblos indígenas. 

Por otro lado, Giraldo y Nieto (2021), en su estudio titulado “Acuerdo de Paz y tenencia 

de la tierra en Colombia. Visiones y retos de un país en disputa”, señalan que los problemas 

agrarios y las políticas de desarrollo rural han sido causas estructurales del conflicto armado en 

Colombia. Asimismo, mencionan que la concentración de la tierra en pocas manos ha sido un 

factor desencadenante del conflicto político, social y armado, dejando miles de víctimas a lo largo 

del tiempo. 

De esta manera, se evidencia que históricamente las reformas agrarias en Colombia se han 

orientado a favor de la mercantilización de la tierra, lo cual ha implicado el despojo sistemático de 

las comunidades campesinas. Por su parte, los mecanismos estatales para garantizar el acceso y la 

formalización de la propiedad han sido ineficaces; además, los autores subrayan la necesidad de 

fortalecer la participación de las comunidades rurales en la formulación y ejecución de las políticas 

públicas que les afectan directamente (Giraldo y Nieto, 2021). 

En este mismo contexto, Sanabria y Caro (2020), en su estudio titulado “Economía política 

de la política agraria en Colombia: de la Ley 200 de 1936 al Acuerdo de Paz de 2016”, abordan la 

evolución de la política agraria en el país y su estrecha relación con el conflicto histórico entre 

campesinos y terratenientes. A través de una revisión de literatura especializada, los autores 

identifican los principales problemas rurales del país. 

Es así que, en lugar de favorecer al campesinado, la política de tierras, han enfrentado los 

mismos obstáculos de implementación; ya que se terminó consolidando el poder de los grandes 

propietarios, sumado a esto, el Estado cuenta con una profunda problemática estructural en la 
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administración de tierras. Finalmente, se concluye que, aunque la política agraria en Colombia ha 

reconocido históricamente los problemas del sector rural, estos no se han solucionado y que más 

allá del diseño normativo, lo que ha fallado es su implementación: por un lado, debido a la 

corrupción de las élites que manipulan las políticas a su favor, y por otro, por la debilidad e 

ineficiencia de las instituciones que deberían hacerlas cumplir, evidenciando la profunda brecha 

entre el diseño normativo y la realidad de los territorios rurales. 

2.1.3. Regional 

En el presente artículo titulado “Verdad judicial en proceso de justicia transicional: un sello 

jurídico en el caso a caso de la restitución de tierras en Colombia” por Peña et al., (2019) analiza 

el papel de la verdad judicial en los procesos de restitución de tierras en Colombia como parte de 

la justicia transicional; centrándose en las decisiones judiciales tomadas en el municipio de Tibú 

(Norte de Santander). 

Así mismo, por medio del estudio de 51 sentencias dictadas bajo la Ley 1448 de 2011, los 

autores demuestran cómo los jueces construyen narrativas jurídicas sobre los hechos de despojo y 

desplazamiento forzado. A partir de dicho análisis el autor destaca que, la verdad judicial tiene 

limitaciones, como su enfoque fragmentado y centrado solo en hechos con relevancia jurídica; sin 

embargo, también tiene fortalezas, como su capacidad de reunir pruebas y complementar otras 

formas de verdad extrajudicial. De este modo, el artículo sostiene que la verdad judicial es la clave 

para garantizar la verdad, justicia y reparación integral de las víctimas, para poder reconstruir una 

memoria legal del conflicto.  

Otro estudio realizado en Norte de Santander titulado “El gobierno comunitario en la casa 

de los truenos: la Asociación Campesina del Catatumbo en Colombia”, desarrollado por Chicaiza 
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(2019), muestra cómo la comunidad campesina del Catatumbo ha consolidado formas propias de 

gobernanza. Fundamentadas en la participación directa, la toma colectiva de decisiones y el trabajo 

articulado entre estructuras comunitarias como Asociación Campesina del Catatumbo 

(ASCAMCAT), las juntas de acción comunal y los comités veredales. 

El estudio busca comprender cómo, en medio de décadas de conflicto armado, abandono 

estatal y presión extractivista, las comunidades campesinas han construido mecanismos colectivos 

de resistencia y acción política. Se concluye que han desarrollado habilidades comunales de 

gobierno que les han permitido dialogar y negociar con el Estado en condiciones de igualdad, 

especialmente a través de espacios como la Mesa de Interlocución y Acuerdo (MIA), configurando 

una forma de poder horizontal que defiende la dignidad campesina frente a la violencia y el 

extractivismo. 

La revisión documental demuestra que el despojo territorial y el conflicto por la tierra no 

son hechos aislados, sino fenómenos estructurales que atraviesan la historia socio política de 

Colombia y de gran parte de América Latina. En la mayoría de los casos, el despojo de tierras se 

encuentra directamente relacionado con la relegación histórica del campo y con el abandono de 

las periferias por parte del Estado. Esta situación ha facilitado que actores con mayor poder 

económico y político, como multinacionales, grupos armados al margen de la ley e incluso algunos 

gobiernos, hayan logrado apropiarse de territorios. La ausencia o debilidad institucional en estos 

territorios, sumada al acceso limitado a la justicia formal por parte de las comunidades rurales, ha 

permitido que estas dinámicas se reproduzcan durante décadas, profundizando la desigualdad y 

consolidando escenarios de exclusión territorial. 

Asimismo, el análisis de la literatura evidencia que las investigaciones sobre esta 

problemática han sido abordadas principalmente desde disciplinas como el derecho, la ciencia 
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política, la sociología rural y la historia. Gran parte de los estudios revisados se centran en análisis 

jurídicos, revisiones bibliográficas, reconstrucciones históricas o análisis de políticas agrarias. 

Aunque estos aportes resultan fundamentales para comprender las dimensiones estructurales del 

problema, también evidencian una limitación importante: en muchos casos se prioriza el análisis 

normativo o institucional, dejando en un segundo plano las experiencias concretas de las personas 

que han vivido el despojo, el desplazamiento y la lucha por recuperar sus territorios. Son pocos los 

estudios que reconocen que la fuente primaria más relevante para comprender esta problemática 

son precisamente las comunidades campesinas afectadas, quienes han experimentado directamente 

las consecuencias sociales, económicas y emocionales del despojo. 

En este contexto desde el trabajo social pese a acompañar de manera directa a comunidades 

afectadas por el conflicto, el desplazamiento y las disputas territoriales, aún existe un conocimiento 

académico limitado y poco sistematizado en torno a la problemática del acceso y la formalización 

de la tierra. Esta ausencia resulta llamativa si se considera que el Trabajo Social se encuentra en 

contacto permanente con las realidades comunitarias y con los procesos organizativos que emergen 

en los territorios rurales. Precisamente por ello, la disciplina cuenta con un potencial importante 

para producir conocimiento situado, crítico y comprometido con la transformación social. 

2.2.Marco Teórico 

2.2.1. Raíces que sostienen la vida: territorio y campesinado 

La tierra no solo constituye un espacio físico para la producción, sino un escenario 

simbólico en el que convergen relaciones culturales, sociales, políticas y económicas; mientras que 

el territorio se construye a partir de la interacción entre naturaleza y sociedad, materializándose en 

la historia, la cultura, el trabajo y las formas de organización colectiva. De este modo, para Alba 

et al. (2020) el territorio no puede entenderse únicamente como suelo geográfico, sino como un 
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espacio vivo en permanente disputa, donde se definen proyectos de vida comunitarios, dinámicas 

de poder y formas de participación.  

A su vez, Gómez & Mahecha (1998) proponen una mirada en la que el territorio no se trata 

únicamente de un espacio físico delimitado, sino del escenario donde se desarrollan las relaciones 

sociales y se expresan como territorialidad; allí confluyen dinámicas de poder y gestión ejercidas 

por el Estado, comunidades, organizaciones y empresas en diferentes escalas, cuyas capacidades 

de apropiación y transformación son desiguales, generando tensiones y asimetrías. Por lo que 

podría decirse que el territorio es una construcción social en constante movimiento y atravesado 

por múltiples actores que se superponen, complementan y entran en conflicto.  

En esta misma línea, al reconocerse como un espacio cargado de relaciones sociales 

Mançano (2009) argumenta como este se convierte en un espacio apropiado para la construcción 

de vínculos que se sostienen y reproducen a partir de formas de poder, lo que implica que sea 

simultáneamente un lugar de acuerdos y de disputas; por lo tanto, el territorio siempre posee límites 

y fronteras que lo convierten en un espacio de conflictualidad.  

En el caso colombiano, estas disputas han marcado el trasfondo del conflicto armado, con 

fenómenos como el despojo, el desplazamiento forzado, la concentración de la tierra y la violencia 

paramilitar, todo ello en función de grandes proyectos extractivos, agroindustriales o de 

infraestructura, en contravía de la economía campesina y del equilibrio ambiental (Alba et al., 

2020). Es por lo anterior que los campesinos han sido históricamente quienes más han sufrido los 

agravios derivados de las disputas territoriales, pues sobre sus hombros han recaído las 

consecuencias de políticas extractivistas, concentración de la tierra y la violencia ejercida por 

actores armados y económicos. De ahí que el territorio se convierta en una categoría fundamental 
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para comprender las dinámicas del campesinado y las tensiones que emergen alrededor del acceso 

a la tierra en Colombia. 

En este orden de ideas, resulta necesario comprender qué se entiende por campesinado; 

Acevedo-Osorio y Schneider (2021) lo definen como una clase social que se dedica a la agricultura 

y vive en condiciones de dependencia, marginación y privación, en la que luchan por conseguir 

autonomía y tener el control sobre sus propios recursos. A su vez, Saade (2018) resalta su papel 

como agente activo en la vida nacional, cuya participación se centra en la reivindicación de sus 

derechos ciudadanos; reconociéndolo como un sujeto cosmopolita debido a su capacidad de acción 

social y política. Desde estas perspectivas, el campesinado no solo resiste la exclusión histórica, 

sino que también disputa su reconocimiento como sujeto de derechos y como protagonista de la 

construcción democrática. 

Adicionalmente, el campesinado cumple un rol fundamental en la construcción de 

soberanía alimentaria y en la defensa de los bienes comunes. Es por esto que la Reforma Rural 

Integral resalta la importancia de la economía campesina, familiar y comunitaria en el desarrollo 

del campo, la generación de empleo y la garantía de bienestar, reconociendo especialmente la 

contribución de las mujeres rurales y de las comunidades étnicas en la transformación 

socioambiental sostenible. Este enfoque también implica el apoyo a procesos organizativos como 

las ZRC y otras formas de asociación solidaria (Mesa de Conversaciones Gobierno Nacional – 

FARC-EP, 2016). 

Frente a este panorama, el derecho al territorio constituye un elemento esencial para los 

campesinos y comunidades rurales, ya que no se reduce al acceso a la tierra, sino que abarca 

también el uso y manejo sostenible de recursos, la reproducción social y el tejido cultural del 

territorio, garantizando condiciones de vida digna, seguridad, paz y la preservación de la identidad 
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campesina. Sin embargo, la negación histórica de este derecho, unida a la concentración de la tierra 

en grandes latifundios, ha desatado profundos conflictos en el campo colombiano. Esta disputa se 

agrava por problemas como la proliferación de cultivos ilícitos, que se concentran en zonas con 

alta pobreza y débil presencia estatal, convirtiendo al territorio en un espacio de constante 

confrontación con la producción campesina y perpetuando la inestabilidad social (Estrada, 2019).  

Finalmente, estas dinámicas reproducen la desigualdad rural y la exclusión del 

campesinado en la toma de decisiones sobre el territorio. No obstante, a pesar de los procesos de 

industrialización y modernización impulsados por el capitalismo, los campesinos han logrado 

resistir y mantenerse como un actor esencial en la producción de alimentos y en la preservación 

cultural (Instituto de Estudios Interculturales, 2015, como se citó en Santiago, 2024).  

2.2.2. Cuando el territorio se convierte en guerra 

La guerra, en el marco del conflicto armado no puede entenderse solo como un 

enfrentamiento militar, también es una expresión de disputas históricas en torno al acceso, uso y 

propiedad de la tierra. En este sentido, resulta necesario comprender cómo la violencia ha sido 

interpretada desde diferentes perspectivas teóricas y cómo estas aportan a la comprensión de la 

relación entre la violencia y el territorio.  

Autores como Galtung (1996), desde su teoría de la violencia estructural, explican que la 

paz no es solo ausencia de guerra, sino también la superación de desigualdades sociales, 

económicas y culturales que alimentan los conflictos. Este planteamiento se conecta con lo 

señalado por Pécaut (2001), quien al analizar la historia de la violencia en Colombia muestra cómo 

la exclusión y la precariedad institucional han naturalizado la violencia en la vida cotidiana, al 

punto de volverla un elemento estructural en las relaciones sociales. En diálogo con estos enfoques, 
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Sánchez (2003) argumenta que los procesos de paz en América Latina no pueden entenderse sin 

reconocer la persistencia de estas formas de desigualdad y la necesidad de incluir a las víctimas 

como actores políticos y no solo como receptores pasivos de políticas estatales. 

En el caso colombiano la tierra ha operado como motivo y botín de guerra; puesto que, 

según Zuleta (1973) la estructura histórica de la tierra ha estado marcada por la alta concentración 

de la misma, la exclusión del campesinado y la débil garantía de los derechos de propiedad. Para 

los campesinos, grupos armados, sectores políticos y la sociedad en general, esto generó un 

conflicto social silenciado y no resuelto que ha sido expresado recurrentemente en violencia.  En 

términos generales, la violencia y todas sus manifestaciones han ocupado un lugar especial en el 

debate político como vía para resolver las disputas por la tierra entre campesinos y grandes 

propietarios. Bajo las lógicas del capital expansionista, el país ha sido configurado de manera que 

no importan las culturas, formas de vida, economías locales o relaciones sociales; sino que prima 

la explotación lucrativa de los recursos, dejando tras de sí pobreza, despojo, violencia y 

devastación ambiental (Alba et al., 2020). 

Según Reyes (2000) dicha dinámica ha llevado a una “descampesinización” progresiva en 

el país, lo que a su vez ha limitado la ampliación de la frontera agrícola, exceptuando, por supuesto, 

las áreas destinadas a cultivos ilícitos. Este fenómeno no solo ha contribuido a que las familias 

desplazadas o sin tierra se internen en áreas periféricas, sino que han dejado de ser actores activos 

en la gestión de sus propios conflictos y se han convertido en una población vulnerable utilizada 

como base social por los distintos grupos armados. 

A su vez, el conflicto armado en Colombia ha sido una consecuencia directa del problema 

agrario sin resolver. La exclusión del campesinado y la concentración de la tierra favorecieron el 

surgimiento de la guerra y los grupos insurgentes, tal como señala Zuleta (2020). Por lo tanto, el 
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movimiento campesino se relacionó con las guerrillas liberales y comunistas, que aparecieron en 

zonas rurales tras largos periodos de represión y marginación (Tovar, 1975); es así como la falta 

de soluciones estructurales al problema agrario no sólo profundizó la desigualdad, sino que 

también alimentó la violencia armada en amplios territorios rurales. En definitiva, la violencia en 

el conflicto armado colombiano ha sido el mecanismo a través del cual se han expresado las 

profundas desigualdades y tensiones sociales alrededor de la tierra. Cerrar las heridas de la guerra 

implica comprender que la violencia no surge de manera aislada, sino de causas estructurales que 

deben ser transformadas para construir un horizonte de paz duradera. 

2.2.3. De la firma al territorio: paz, tierra y esperanza  

El Acuerdo de Paz firmado en 2016 entre el Estado Colombiano y las FARC-EP se presenta 

como una propuesta de solución institucional frente a la deuda histórica que la guerra ha dejado 

en el país. Este Acuerdo buscaba abrir un camino hacia la transformación de las condiciones que 

durante décadas alimentaron el conflicto sociopolítico y armado. Sin embargo, a pesar de las 

expectativas que despertó en diversos sectores sociales, el proceso de implementación se ha visto 

condicionado por tensiones históricas y limitaciones estructurales. En este sentido, la guerrilla que 

suscribió el Acuerdo de Paz era consciente de la tendencia reiterada de las élites políticas y 

económicas a incumplir los compromisos alcanzados en escenarios de negociación, el Estado 

mostró una falta de cumplimiento sistemática en distintos niveles territoriales (Estrada, 2021). 

A su vez, las FARC-EP asumieron compromisos específicos orientados a garantizar el 

tránsito de la insurgencia hacia la vida civil y la política legal. Entre estos se encontraba la dejación 

progresiva de las armas bajo supervisión internacional, el reconocimiento de responsabilidades 

frente a las víctimas, así como las la reincorporación social, económica y comunitaria de sus 

excombatientes (Mesa de Conversaciones Gobierno Nacional – FARC-EP, 2016). 
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Sin embargo, lejos de resolverse el conflicto armado con la salida de las FARC-EP de sus 

zonas de influencia; se dejó un espacio que generó un vacío de poder en los territorios. Según 

Estrada (2021) dicho vacío no fue llenado con inversión social, institucionalidad o participación 

comunitaria, sino que se obvió por completo, dejando expuestas a las comunidades a disputas entre 

nuevos actores armados ilegales como otras guerrillas, nuevas estructuras criminales y grupos 

paramilitares que se enfrentaban por el control del territorio y las economías ilegales.  

Conforme a esta realidad en la que se abre un nuevo espacio de disputa por el control social, 

político y económico, Estrada (2021) señala la situación del territorio colombiano, reflejando el 

asesinato de líderes sociales, aumento de masacres y desplazamientos, desapariciones forzadas y 

en general el recrudecimiento de una violencia que se esperaba superar con el Acuerdo de Paz. 

Ante este panorama, el Acuerdo de Paz no se limitó a la dejación de armas, sino que planteó 

una agenda más amplia orientada a transformar las condiciones estructurales que dieron origen y 

continuidad al conflicto. De ahí que uno de los ejes fundamentales del pacto fuera el ámbito rural, 

pues el problema de la tierra y la exclusión del campesinado han estado históricamente en el centro 

de las disputas sociales y armadas en Colombia.  

En este orden de ideas, el primer punto del Acuerdo de Paz (2016) denominado Reforma 

Rural Integral surge como una propuesta de solución institucional del país con el campo. En este 

punto se reconoce el carácter estructural del problema agrario y busca avanzar en la formalización 

de la propiedad, la restitución de tierras despojadas y la creación de un catastro multipropósito. No 

obstante, como señalan Estrada (2021) y el CNMH (2015), la firma del Acuerdo no garantiza por 

sí sola la transformación de las dinámicas agrarias, ya que persisten resistencias de las élites, 

prácticas de corrupción y limitaciones de tipo normativo.  



ACCESO Y FORMALIZACIÓN DE LA TIERRA  33 

 

Asimismo, resulta importante señalar la dificultad de acceso a la tierra, LeGrand (1988) 

documenta como desde 1850 la usurpación sistemática de baldíos por parte de empresarios, en 

lugar de su concesión legal a campesinos, fue uno de los más grandes obstáculos que enfrentaron 

los colonos para formalizar su propiedad. Aunque existieron programas de parcelación desde los 

años 20 y 30, e incluso proyectos de ley en 1933 que buscaban reconocer los derechos de los 

ocupantes, las medidas resultaron ineficaces frente a la persistente concentración de la tierra.  

En la actualidad, si bien los esfuerzos normativos derivados del Acuerdo de Paz han 

permitido ciertos avances en catastro multipropósito, restitución y formalización de la tierra, estos 

siguen siendo insuficientes frente a la magnitud de la deuda histórica con el campo colombiano. 

Siguiendo la misma línea, Tovar (1975) resalta que las luchas campesinas siempre han exigido 

acceso legal y seguro a la tierra, pero las políticas estatales tendieron a favorecer a los hacendados, 

reproduciendo la inequidad.  

Mientras el Estado siga dejando vacíos en los territorios y la paz se piense únicamente 

desde el desarme, cualquier intento de posconflicto será incompleto. La salida de un actor armado 

sin un proyecto real de transformación social solo cambia los nombres de quienes controlan la 

violencia, pero no las condiciones que la hacen posible. Para que la paz sea duradera es importante 

la presencia estatal en los territorios, inversión en las comunidades y un reconocimiento real de las 

voces locales, de lo contrario seguirá siendo un ideal más que una realidad tangible. 

2.3. Marco Legal 

El acceso y la formalización de la tierra en Colombia se enmarcan dentro de un amplio 

conjunto normativo orientado a garantizar los derechos fundamentales de las comunidades rurales, 

campesinas, étnicas y de las víctimas del conflicto armado. Este marco busca promover la justicia 
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social, la equidad y la sostenibilidad en la tenencia y uso del suelo, en concordancia con los 

compromisos del Estado colombiano en materia de paz, desarrollo rural y derechos humanos. 

En el ámbito internacional, se destacan la Declaración Universal de los Derechos Humanos 

(Naciones Unidas, 1948) que reconoce el derecho de toda persona a la propiedad individual y 

colectiva, y la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Campesinos y de 

Otras Personas que Trabajan en las Zonas Rurales (Naciones Unidas, 2018), la cual insta a los 

Estados a garantizar el acceso equitativo a la tierra y a los recursos naturales. De igual manera, el 

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Naciones Unidas, 1966) 

compromete a los Estados firmantes, incluido Colombia, a asegurar condiciones de vida dignas y 

sostenibles para las poblaciones rurales. 

En el plano nacional, la Constitución Política de 1991 establece en su artículo 64 la 

obligación estatal de facilitar el acceso progresivo a la propiedad de la tierra y mejorar las 

condiciones de vida de los campesinos, mientras que el artículo 58 reconoce la función social y 

ecológica de la propiedad. En concordancia, la Ley 160 de 1994 crea el Sistema Nacional de 

Reforma Agraria y Desarrollo Rural Campesino, incorporando figuras como las ZRC, orientadas 

a democratizar la propiedad y fortalecer la economía campesina, familiar y comunitaria. 

Asimismo, el Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una 

Paz Estable y Duradera (2016) introdujo la Reforma Rural Integral, que plantea la creación de un 

Fondo de Tierras de tres millones de hectáreas, la formalización de siete millones más y la 

implementación del catastro multipropósito. Estos compromisos se desarrollan mediante políticas 

como la Política de Reforma Agraria y Ordenamiento Social de la Propiedad Rural (Decreto 902 

de 2017) y la Política de Tierras 2022–2031, lideradas por la ANT, que buscan materializar los 

objetivos del Acuerdo en los territorios priorizados. 
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Respecto a la atención a víctimas y la restitución de tierras, la Ley 1448 de 2011 (Ley de 

Víctimas y Restitución de Tierras) constituye el principal instrumento de reparación integral, 

estableciendo mecanismos administrativos y judiciales para la restitución de predios despojados o 

abandonados. Esta normativa surge como respuesta a décadas de violencia estructural y despojo 

sistemático, en las que la tierra se convirtió en botín de guerra y mecanismo de control social, 

económico y territorial. De acuerdo con lo señalado en su Título IV, el Estado tiene la obligación 

de restituir la propiedad a las víctimas que fueron despojadas mediante la fuerza, la amenaza, la 

manipulación de títulos o el uso de mecanismos legales fraudulentos. Para ello, se crea la URT, 

entidad encargada de recibir las solicitudes, adelantar los procesos de verificación y acompañar a 

las víctimas en los trámites de recuperación y formalización de sus predios. 

En el contexto regional, el PDET del Catatumbo y los PATR son instrumentos derivados 

del Acuerdo de Paz que orientan las acciones hacia la restitución de derechos, el fortalecimiento 

de la economía campesina y la consolidación de la paz territorial. En este sentido, el marco legal 

vigente no sólo guía la acción institucional, sino que también reconoce el papel protagónico de las 

comunidades campesinas de Tibú como agentes de transformación, defensores del territorio y 

garantes de soberanía alimentaria. 

Finalmente, se puede evidenciar que las problemáticas del acceso y formalización de tierras 

son de carácter transversal, pues no solo involucra dimensiones jurídicas, sino también culturales, 

sociales, económicas y políticas. En términos estrictamente normativos, es decir, “en el papel”, 

puede afirmarse que Colombia cuenta con un amplio marco jurídico amplio; entre las principales 

fortalezas de esta normatividad se encuentran el reconocimiento jurídico de las víctimas del 

despojo, la creación de instituciones especializadas y la incorporación de enfoques diferenciales y 

territoriales.  
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Sin embargo, la existencia de normas no garantiza su cumplimiento efectivo, el principal 

vacío no radica en la ausencia de leyes, sino en la profunda brecha entre el diseño normativo y su 

implementación real. La debilidad institucional en territorios rurales, la corrupción, la falta de 

articulación entre entidades y la persistencia de intereses económicos y políticos que 

históricamente han orientado las políticas agrarias a su favor, su alcance. Más que un problema 

exclusivo de estructura institucional, también se evidencia una falta de voluntad política sostenida 

para garantizar transformaciones que prioricen el bienestar colectivo sobre intereses particulares. 

Por tanto, la normatividad existente constituye una base importante, pero no es suficiente 

por sí sola. Sin garantías de seguridad, fortalecimiento institucional en los territorios, control 

efectivo de la corrupción y voluntad política real, la restitución difícilmente podrá responder a una 

de las demandas más grandes de las víctimas: recuperar su tierra en condiciones de dignidad, 

estabilidad y permanencia. 

3. Marco Metodológico 

3.1. Diseño 

La investigación se abordó desde el enfoque cualitativo, puesto que se caracteriza por 

comprender e interpretar los fenómenos sociales. Este enfoque no busca excluir la investigación 

cuantitativa, sino más bien integrarla y complementarla (Balcázar et al., 2013). En este tipo de 

investigación, lo fundamental no es medir ni comprobar hipótesis previamente establecidas, sino 

profundizar en la manera en que los sujetos construyen, viven y otorgan sentido a su realidad 

social. En coherencia con lo mencionado, Hernández-Sampieri et al. (2014) señalan que el enfoque 

cualitativo se fundamenta en el análisis de datos que recogen las “percepciones y significados 

producidos por las experiencias de los participantes” (p. 15), con el propósito de generar una 

comprensión profunda y contextual del fenómeno.  
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 Para Valles (1999), la investigación cualitativa es esencial porque permite acceder a los 

“mundos de vida” de los sujetos y entender como las lógicas internas estructuran su experiencia y 

cómo la dotan de sentido (p. 16). Por lo que, comprender un fenómeno social implica atender a los 

significados que los actores construyen colectivamente. 

Finalmente, la elección de este enfoque responde al objetivo central de la presente 

investigación: interpretar, comprender y analizar en profundidad las vivencias, percepciones y 

significados asociados a los procesos de acceso y formalización de la tierra de las familias de Tibú 

en el marco del Acuerdo de Paz de 2016. Como señala Valles (1999), la finalidad de la 

investigación cualitativa es producir interpretaciones profundas y contextualizadas sobre la 

realidad social (p. 20–21). Esto concuerda directamente con la intención de este estudio y con la 

necesidad de construir conocimiento situado, basado en las voces y perspectivas de los actores. 

Por estas razones, el enfoque cualitativo resulta pertinente para abordar problemáticas sociales 

complejas como la desigualdad en la tenencia de la tierra, el despojo y las consecuencias del 

conflicto armado en las comunidades rurales. 

3.2. Paradigma de Investigación  

En lo que respecta al paradigma, la investigación se adelantó desde el paradigma 

sociocrítico; este paradigma surge como respuesta a los enfoques positivistas e interpretativos, al 

reconocer que el conocimiento no solo debe describir o explicar los fenómenos sociales, sino 

también promover la emancipación y la transformación de las condiciones que generan 

desigualdad y exclusión (Alvarado y García, 2008). 

Según Arnal (1992), dicho paradigma se nutre de la teoría crítica y de la investigación-

acción participativa, promoviendo el diálogo y la toma de decisiones consensuadas dentro de las 

comunidades. Este enfoque resulta pertinente para esta investigación, dado que el fenómeno 
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analizado está profundamente influenciado por dinámicas de desigualdad, conflicto armado, 

despojo territorial y exclusión institucional. Desde la perspectiva sociocrítica, las expresiones de 

una realidad estructurada por relaciones de poder requieren ser analizadas de forma crítica.  

Del mismo modo, Freire (1970) sostiene que el conocimiento crítico nace del diálogo y de 

la problematización colectiva de la realidad, permitiendo a los sujetos tomar conciencia de las 

condiciones de opresión que enfrentan y actuar para cambiarlas. El paradigma sociocrítico adopta 

esta postura al valorar las voces de las comunidades como fuentes legítimas de conocimiento. 

Finalmente, cabe mencionar que este paradigma permite no solo interpretar las vivencias, sino 

también visibilizar todo aquello que condicione las posibilidades de un acceso pleno a los derechos 

del campesinado, lo cual es coherente con el propósito político, ético y social de este estudio. 

3.3. Técnicas de Investigación  

Ahora bien, para el desarrollo de esta investigación se empleó la revisión documental como 

técnica de recolección de información. Desde la perspectiva cualitativa, Valles (1999) señala que 

la investigación documental constituye un paso obligado en todo proceso investigativo, y consiste 

en el uso y análisis de información disponible en diversos tipos de documentos. Asimismo, Arias 

(2012), destaca que la revisión documental consiste en el proceso sistemático de localización, 

selección, análisis e interpretación de información contenida en documentos escritos.  

En este orden de ideas, la finalidad de la revisión documental como técnica de investigación 

fue identificar y organizar documentos que aporten antecedentes, variables y posturas teóricas que 

permitan comprender el estado actual del conocimiento sobre una problemática (Hurtado, 2008). 

Es así que, la revisión documental resultó fundamental para comprender la problemática de la 

tierra en el municipio de Tibú, pues facilitó una lectura contextualizada de los procesos sociales y 

políticos que han configurado las tensiones alrededor del acceso a la tierra.  
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Otras de las técnicas de investigación utilizada fue la entrevista semiestructurada, que 

según Babativa et al. (2024), se caracteriza por ser una técnica cualitativa ampliamente abordada 

en la investigación social, debido a su capacidad para explorar en profundidad percepciones, 

actitudes y experiencias de los actores involucrados en un fenómeno social. Asimismo, Valles 

(1999) enfatiza que esta se caracteriza por emplear una guía flexible de temas que orienta la 

conversación sin tener un alto grado de rigidez. Así entonces, se espera que los entrevistados 

expresen sus opiniones de manera más abierta en comparación con entrevistas estandarizadas o 

cuestionarios (Bravo et al., 2013).  

Finalmente, y en coherencia con este enfoque cualitativo, se llevaron a cabo siete 

entrevistas semiestructuradas, estas permitieron abordar las experiencias de distintos actores 

vinculados al proceso de formalización de la tierra, garantizando variedad de perspectivas y 

asegurando la obtención de información para el análisis que demanda la investigación. Ya que, 

como señalan Bravo et al. (2013), la entrevista cualitativa no busca representatividad estadística, 

sino la riqueza, la densidad y la diversidad de los relatos. 

3.4. Criterios de Inclusión y Exclusión  

A continuación, se exponen los criterios de inclusión y exclusión que se tuvieron en cuenta 

para la selección de las personas entrevistadas en el marco del proceso investigativo sobre el acceso 

y la formalización de la tierra en el municipio de Tibú, Norte de Santander. La investigación contó 

con la participación de siete (7) entrevistados, seleccionados de manera intencional, en función de 

su experiencia directa con la problemática estudiada. 

En coherencia con la investigación planteada, se incluyó a personas cuyas experiencias, 

saberes y trayectorias sociales estuvieran directamente relacionadas con la problemática analizada. 

Por ello, se tuvo en cuenta a aquellas personas mayores de edad, que deseen participar de forma 
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voluntaria de la investigación, que sean residentes en el municipio de Tibú, campesinos y líderes 

comunitarios que han hecho parte de procesos de acceso, restitución o formalización de tierras, o 

que han sido afectadas por el conflicto armado a través del desplazamiento, el despojo o el 

abandono forzado de sus predios y además se encuentren reconocidos como víctimas por la Unidad 

para las Víctimas.  

En cuanto a los criterios de exclusión, no se incluyó a personas menores de 18 años, que 

no residan en el municipio de Tibú y que no tengan relación directa con los procesos de acceso a 

la formalización de la tierra; tampoco se contó con la participación de personas que no estén 

interesadas en participar en la presente investigación.   

La identificación de los siete participantes se realizó mediante un muestreo intencional y 

por referencia. En un primer momento, se estableció contacto con organizaciones campesinas, 

líderes comunitarios de Tibú y funcionarios de la ANT y la URT de Norte de Santander, con el fin 

de identificar personas que cumplan con los criterios establecidos. Posteriormente, se utilizó la 

técnica de “bola de nieve”, solicitando a los primeros entrevistados que sugieran otros posibles 

participantes que hayan vivido experiencias relacionadas con la problemática estudiada. Este 

proceso se desarrolló garantizando aspectos éticos como la confidencialidad, el respeto por la 

autonomía de las personas, así como la aceptación del manejo de información mediante 

consentimiento verbal y/o escrito.  

3.5.Construcción y Validación de los Instrumentos  

El diseño del instrumento de recolección de información cualitativa utilizado en la 

investigación tuvo como punto de partida la matriz de categorización, la cual permitió organizar 

de manera sistemática las dimensiones analíticas, categorías y subcategorías derivadas de los 
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objetivos específicos y del marco teórico que orienta el estudio. Con base en esta matriz se 

formularon las preguntas que integraron la guía de entrevista semiestructurada, garantizando la 

correspondencia entre los interrogantes planteados, las categorías de análisis y los propósitos 

investigativos. 

Con el propósito de asegurar la validez de contenido, la pertinencia temática y la claridad 

de las preguntas formuladas, el instrumento fue sometido a un proceso de validación por juicio de 

un experto. Para ello, el profesor Carlos Lasso Urbano, profesional con experiencia en 

investigación social y con conocimiento en la temática objeto de estudio, realizó una revisión 

exhaustiva de la guía de entrevista, formulando observaciones y recomendaciones orientadas a 

fortalecer su coherencia, consistencia y capacidad para obtener información relevante. Las 

observaciones derivadas de este proceso fueron incorporadas en la versión final del instrumento, 

garantizando así mayores niveles de rigor metodológico antes de su aplicación en campo. 

Respecto a la revisión documental, se consultaron diversas fuentes institucionales, jurídicas 

y académicas relacionadas con el acceso y la formalización de tierras. Entre ellas se incluyeron: 

Informes y bases de datos de la Unidad para las Víctimas y del RUV, documentos e informes de la 

ANT y URT, informes de seguimiento a la implementación del Acuerdo de Paz, especialmente 

aquellos relacionados con la Reforma Rural Integral y sentencias y autos de la Corte Constitucional 

y decisiones judiciales relacionadas con restitución de tierras. 

3.6. Recolección de Información 

La recolección de información se llevó a cabo mediante la aplicación de siete (7) entrevistas 

semiestructuradas. De estas, cinco fueron realizadas a víctimas del conflicto sociopolítico y 
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armado, beneficiarios de la formalización y entrega de tierras campesinos en municipio de Tibú, 

Norte de Santander.  

Las dos entrevistas restantes se realizaron a representantes de la institucionalidad pública, 

específicamente a los directores departamentales de la ANT y la URT. Estos actores aportaron una 

perspectiva institucional sobre la implementación de la política pública agraria y los mecanismos 

de atención dirigidos a las comunidades rurales de la región. 

3.7. Vaciado y Análisis de Información  

El procesamiento y análisis de la información cualitativa obtenida mediante las entrevistas 

se desarrolló a través del software Atlas.ti, herramienta especializada que facilitó la organización 

de los datos, la codificación de los discursos, la identificación de patrones de significado y la 

construcción de relaciones entre las categorías de análisis y las temáticas específicas. 

El proceso de análisis inició con la transcripción y posterior codificación de las entrevistas 

realizadas. Para garantizar la trazabilidad de la información y facilitar su ubicación durante la fase 

de análisis, se efectuó la numeración consecutiva de cada uno de los renglones contenidos en las 

transcripciones, comenzando en el renglón 1 y finalizando en el renglón 3.048 correspondiente al 

total consolidado de las siete transcripciones. Esta estrategia permitió identificar con precisión los 

segmentos discursivos utilizados en la interpretación de los hallazgos. 

Con el fin de preservar la confidencialidad de los participantes y mantener la organización 

de los datos, a cada entrevista se le asignó un código de identificación. Dicho código se conformó 

por las siglas ESE (Entrevista Semiestructurada), seguidas de un número consecutivo 

correspondiente al actor clave entrevistado, desde AC1 (Actor Clave 1) hasta AC7 (Actor Clave 

7), y una letra que indica el sexo de la persona participante: H para hombres y M para mujeres. En 
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consecuencia, la primera entrevista realizada a un hombre fue identificada mediante el código 

ESE_AC1_H. 

Posteriormente, la información fue sometida a un proceso de codificación y categorización 

que permitió la construcción de redes categoriales, mediante las cuales se identificaron 

convergencias, divergencias, relaciones y patrones recurrentes en los discursos de los distintos 

actores entrevistados. Este procedimiento posibilitó articular las categorías teóricas previamente 

definidas con las categorías emergentes surgidas del trabajo de campo, favoreciendo una 

comprensión integral del fenómeno estudiado y fortaleciendo la interpretación de los resultados. 

El proceso de codificación se desarrolló mediante una estrategia mixta, que combinó 

categorías deductivas, derivadas del marco teórico y los objetivos de investigación, con categorías 

inductivas emergentes de los relatos obtenidos de los participantes. Posteriormente, se 

establecieron relaciones entre códigos y categorías a través de redes semánticas construidas en 

Atlas.ti, lo que permitió identificar patrones, convergencias y divergencias en la información 

recolectada. 

A. Síntesis y agrupamiento: A continuación, se muestran las entrevistas con su tiempo de 

duración. 

Tabla 1 

Tiempo de duración de las Entrevistas 

N° Entrevista Duración Rol 

1 ESE_AC1_H 58:06 min Presidente de 

Junta de 

Acción 

Comunal 

2 ESE_AC2_M 24:49 min Presidenta de 

Junta de 
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Acción 

Comunal 

3 ESE_AC3_M 102:11 min Miembro del 

comité de la 

Reforma 

Agraria 

4 ESE_AC4_M 32:35 min Coordinadora 

de la URT 

5 ESE_AC5_H 28:42 min Miembro de la 

comunidad y 

desplazado 

6 ESE_AC6_H 36:30 min Director 

regional de la 

ANT 

7 ESE_AC7_M 43:53min Mujer 

desplazada y 

beneficiaria de 

la ANT 

 

B. Categorización: En relación con la categorización, la investigación estuvo orientada por 

cinco categorías deductivas, sustentadas en los planteamientos teóricos desarrollados a lo 

largo del trabajo de grado. Asimismo, a partir de estas categorías deductivas emergieron 

categorías inductivas, las cuales se presentan de manera detallada en la siguiente tabla: 

Tabla 2 

Categorización 

Categorías 

Deductivas Inductivas 

Acceso y Formalización de la Tierra 

 

Campesinado 

 

Conflicto Armado 

 

Abandono Estatal 

Falta de Presencia Integral en los Territorios 

Falta de Apoyo al Campesinado 

Intereses Políticos y Elites  

Concentración de la Tierra 

Control Territorial Por Grupos Armados 

Desplazamiento y Despojo 

Cultura y Territorialidad Campesina 

Organización Campesina 
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4. Resultados y Discusión 

4.1. Obstáculos y limitaciones para el acceso y la formalización de la tierra en las familias 

del municipio de Tibú. 

Figura 2 
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Red Categorial “Acceso y Formalización de la Tierra, Campesinado y Conflicto Armado” 

 

En Colombia, el acceso y la formalización de la tierra constituyen uno de los problemas 

históricos y estructurales más relevantes del país. Según el CNMH (2018), esta problemática se 

remonta al régimen de haciendas, el cual consolidó un sistema basado en la concentración de 

grandes extensiones de tierra y la exclusión del campesinado.  En el municipio de Tibú, esta 

situación se refleja en las dificultades para garantizar un acceso equitativo a la propiedad rural, 

debido a políticas públicas marcadas por contradicciones entre la adjudicación de tierras y las 

medidas de protección patrimonial, lo que ha perpetuado la inseguridad jurídica y ha favorecido 

procesos de despojo. 

En este contexto, la falta de presencia integral en los territorios por parte del Estado en 

amplias zonas rurales se ha consolidado como un factor determinante en la reproducción de 

dinámicas de abandono institucional, según el CNMH (2018) la concentración de la tierra obligó 

al campesinado a colonizar zonas sin presencia institucional, escenario que facilitó la expansión 

del conflicto armado y de los cultivos de uso ilícito. En concordancia con lo expuesto, 

ESE_AC3_M manifiesta que “Necesitamos apoyo nacional, regional y departamental, que el 
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estado esté aquí y haga presencia es muy importante para nosotros. Yo creo que la gente se va a 

sentir con un apoyo enorme” (R1720:R1724) De igual manera, ESE_AC1_H menciona que:  

Quizás ha hecho falta las instituciones en los territorios donde puedan llegar a las comunidades con 

todo lo que las condiciones que el pueblo requiere como la educación, la salud, las vías, la 

infraestructura, que eso es importante para el desarrollo de una de una comunidad (R19:R21). 

 Los testimonios permiten evidenciar que según los entrevistados las comunidades no 

reclaman únicamente una mayor presencia institucional, sino una intervención estatal permanente 

que garantice derechos, fortalezca la infraestructura y genere condiciones reales para el desarrollo 

rural.  

En ese orden de ideas, las limitaciones del Estado para ejercer un control efectivo en todo 

el territorio nacional constituyen un elemento clave para comprender la configuración del conflicto 

armado. No obstante, González (2014) advierte que esta lectura debe ir más allá de la idea de una 

simple “ausencia del Estado”, puesto que la debilidad institucional no equivale a un vacío de 

autoridad. Esta compleja dinámica se manifiesta en el municipio de Tibú con una limitada 

capacidad del Estado para garantizar derechos, regular la vida social y ejercer una autoridad 

legítima, lo que permitió que otros actores asumieran dichas funciones. Muestra de ello es que, 

ante la desatención del aparato estatal durante el siglo pasado, fueron las corporaciones petroleras 

transnacionales instaladas en la zona las que asumieron el rol de suministrar infraestructura 

médica, vial y escolar básica, configurando el ordenamiento local bajo la permisividad de las 

administraciones de turno (Rincón y Santisteban, 2020). 

Al respecto, uno de los entrevistados refleja cómo el abandono estatal trasciende la 

ausencia de entidades públicas, al manifestarse también la limitada garantía de derechos básicos y 
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oportunidades de desarrollo. Lo anterior se ve reflejado en palabras del ESE_AC5_H quien 

menciona que el: 

Abandono del Estado, abandono de ONG, abandonos… a una cantidad de entidades que tienen 

proyección en invertir, hacer proyectos productivos en la zona, pero que, por el conflicto, pues eh 

no se puede complementar eh vuelvo y lo digo, pobreza, porque pues esto en algunos factores no 

hay los derechos básicos, que es el tema de la salud, el derecho al agua, entonces eh por el conflicto 

pues están aisladas, por decirlo así (R2124:2129).  

De este modo, la carencia sistemática de inversión social y de alternativas de empleo formal 

empujó al territorio a depender del circuito del narcotráfico como vía de subsistencia, consolidando 

a Tibú como la entidad municipal con la mayor densidad de cultivos de coca a escala global 

(Rincón y Santisteban, 2020). 

En esta misma línea, los habitantes del municipio de Tibú (ESE_AC1_H, ESE_AC3_M, 

ESE_AC6_H y ESE_AC7_M) identifican como una de las principales limitaciones es la falta de 

apoyo al campesinado. Al respecto, Jiménez (2019) sostiene que existe una contradicción 

histórica entre la necesidad de fortalecer la agricultura campesina como estrategia para superar la 

pobreza rural y la persistencia de una institucionalidad agraria débil e incapaz de promover 

transformaciones estructurales, situación que ha prolongado las condiciones de desigualdad, 

exclusión y violencia en el campo colombiano. Es así que, desde una perspectiva estructural, esta 

problemática hace referencia a la insuficiente acción del Estado para garantizar las condiciones 

políticas, económicas e institucionales necesarias para la permanencia y el desarrollo de las 

comunidades rurales. 

En cuanto al desarrollo territorial rural, Berdegué (2015) afirma que las desigualdades que 

afectan a las poblaciones rurales no pueden explicarse únicamente por la escasez de tierra o de 

recursos productivos, sino también por la limitada capacidad de las instituciones para promover 
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oportunidades de desarrollo. Esta situación es reconocida por uno de los participantes, quien afirma 

que "esos gobiernos han dejado un vacío muy grande y que los campesinos no han tenido ese 

apoyo por parte de esos gobiernos y ha sido una situación donde ellos se han buscado refugio en 

los grupos al margen de la ley" (ESE_AC1_H, R22:R24). Desde esta perspectiva, se videncia que 

las limitaciones a las que se enfrentan poblaciones como las que habitan en el municipio de Tibú, 

en especial, quienes habitan en la zona rural, inciden en las formas de relacionamiento entre la 

población campesina y los actores armados presentes en el territorio.  

En consecuencia, la falta de respaldo estatal hacia el campesinado ha limitado sus 

oportunidades de permanencia y desarrollo en el territorio, favoreciendo escenarios de 

vulnerabilidad en un contexto marcado por el conflicto armado. Esta desatención se agudizó tras 

la salida de Ecopetrol en 1992 y la implementación de políticas de apertura económica que 

golpearon directamente la economía rural; ante este panorama de abandono y la falta de 

infraestructura vial para comercializar los productos agrícolas legales, las comunidades locales se 

vieron empujadas a adoptar la economía de la coca como su única alternativa de subsistencia en el 

territorio (Rincón y Santisteban, 2020). 

A estas dinámicas se suma la persistente concentración de la tierra. Según Fajardo (2002), 

la estructura agraria colombiana se ha caracterizado por una distribución altamente desigual de la 

propiedad rural, donde una reducida proporción de grandes propietarios concentra extensas áreas 

de tierra, mientras que una gran cantidad de pequeños productores dispone de superficies limitadas 

para desarrollar sus actividades productivas. En el caso específico de Tibú, Uribe Kaffure (2014) 

sostiene que las transformaciones en la tenencia de la tierra ocurridas entre 2000 y 2010 fueron 

altamente concentradoras y masivas, generadas de forma simultánea por dos vías 

complementarias: una coercitiva, impulsada por el paramilitarismo, y otra desarrollada por 
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empresarios y comisionistas de tierras a través de un mercado desregulado, lo que derivó en 

procesos de despojo y acumulación por desposesión en la región. 

Bajo esta perspectiva, ESE_AC1_H menciona que “las tierras que están ya, están 

acaparadas prácticamente y son las tierras más productivas las tienen grandes terratenientes, las 

tienen empresas multinacionales” (R111:R112). La percepción del entrevistado coincide con los 

planteamientos sobre la concentración histórica de la propiedad rural en Tibú, evidenciando que la 

acumulación de grandes extensiones de tierra continúa limitando las posibilidades de acceso para 

las familias campesinas y profundizando las desigualdades territoriales. 

Esta situación no solo refleja una profunda desigualdad en el acceso a la tierra, sino que 

también evidencia la permanencia de relaciones de poder históricas que han favorecido la 

consolidación de intereses económicos y políticos de las élites asociados a la propiedad rural. 

Según el CNMH (2018), esta compra de tierras terminó por transformar la naturaleza misma de 

los conflictos agrarios en el país, pues la necesidad de proteger los predios adquiridos frente a la 

presión extorsiva de las guerrillas se convirtió en uno de los principales motivos que llevaron a los 

narcotraficantes a financiar y dirigir estructuras paramilitares, así como a ejercer violencia contra 

las organizaciones campesinas que impulsaban procesos de reforma agraria. Esta vinculación con 

el conflicto armado facilitó, además, la construcción de alianzas políticas, económicas y de 

seguridad entre los narcotraficantes y las élites regionales, al punto de generar en varias zonas del 

país una simbiosis que derivó en la captura de las instituciones locales. 

Tal como lo afirma ESE_AC3_M, “el tema del poder, el tema político, la política tiene que 

ver mucho con la guerra que tenemos en el territorio” (R1462:R1463). De la misma manera, desde 

el ámbito institucional se señala que “uno de los principales actores, pues ha sido el empresariado 

alrededor de la tierra, los grandes terratenientes y latifundistas del país que no han permitido que 
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no han permitido que se redistribuya la tierra” (ESE_AC6_H, R2631:R2632). Desde esta 

perspectiva, el conflicto armado trasciende la confrontación entre actores ilegales y se configura 

también como un escenario en el que convergen relaciones de poder que han favorecido la 

concentración de la propiedad rural. 

En Tibú, la dinámica de acumulación y control territorial por grupos armados a través 

de económicas ilegales se hizo evidente en el municipio a partir de la década de los noventa. Con 

el auge cocalero, la región experimentó una profunda transformación socioeconómica que atrajo 

la ambición de grupos armados ilegales por monopolizar el negocio. Este proceso escaló 

críticamente en 1999 con la violenta incursión de las estructuras paramilitares, las cuales 

irrumpieron en el territorio con el objetivo explícito de disputar y consolidar el control sobre el 

cultivo, procesamiento y distribución de la cocaína (Rincón y Santisteban, 2020). 

Como consecuencia, las disputas por el control territorial y la concentración de la tierra, el 

desplazamiento forzado y el despojo se consolidaron como mecanismos que transformaron la 

estructura agraria y afectaron profundamente a las comunidades campesinas. En este sentido, el 

paramilitarismo operó como una estrategia de acumulación por desposesión violenta, cuyo 

principal efecto fue el abandono de las tierras por parte de la población desplazada de manera 

forzada (Beltrán Ruiz et al., 2016 como se citó en Rosales, 2021). 

En el caso de Tibú, estas dinámicas alcanzaron su máxima expresión con la incursión 

paramilitar de 1999, que convirtió el municipio en un escenario de confrontación entre guerrillas 

y paramilitares, obligando a más de mil personas a abandonar sus hogares. Como resultado, para 

el año 2010 se registraba el abandono de 53.259 hectáreas, equivalentes al 19 % del territorio 

municipal, situación que ubicó a Tibú entre los doce municipios más afectados del país por 

abandono forzado de predios. Además de fracturar el arraigo territorial de las comunidades 
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campesinas, este proceso generó una persistente incertidumbre sobre la propiedad de la tierra, 

obstaculizando hasta la actualidad los procesos de restitución y formalización de predios (CNMH, 

2015).  

Es este contexto, uno de los entrevistados relaciona los intereses políticos y económicos 

presentes en el territorio con las dinámicas del conflicto armado y sus efectos sobre la tenencia de 

la tierra, afirmando que “todo eso se desencadena desde un conflicto propiciado (...) donde un 

gobierno por favorecer a los más grandes pudientes genera un conflicto (...) para que despojen a 

las familias campesinas y esas familias tengan que irse de sus territorios” (ESE_AC1_H, 

R87:R90). 

Asimismo, agrega que muchas de estas familias “terminaron despojándolas de sus tierras, 

pero resulta que en esos gobiernos no les convenía entrar en ese tipo de reparación y entregarles a 

esas familias esas tierras” (ESE_AC1_H, R82:R93). Estos hallazgos permiten evidenciar que las 

problemáticas relacionadas con la tierra no pueden entenderse únicamente desde los 

procedimientos de acceso o formalización de la propiedad. Por el contrario, se encuentran 

vinculadas a dinámicas históricas de conflicto, despojo y desplazamiento que han afectado la 

permanencia de las comunidades campesinas en sus territorios y han condicionado las 

posibilidades de ejercer plenamente sus derechos sobre la tierra.  

Frente a estas afectaciones, los procesos restaurativos desempeñan un papel fundamental 

al promover el reconocimiento de los daños, la restitución de derechos y la reconstrucción del 

tejido social. En Tibú, las víctimas han impulsado estrategias de organización, retorno y 

exigibilidad de derechos, participando en procesos de reparación para recuperar sus proyectos de 

vida (CNMH, 2015). De manera complementaria, se han implementado acciones o formas de 

reparación colectiva, como medidas de restitución, dignificación, memoria, reconciliación y 
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fortalecimiento comunitario, desarrolladas mediante la articulación entre la Unidad para las 

Víctimas y la administración municipal, con el propósito de avanzar en la reparación integral de 

la población afectada por el conflicto (Unidad para las víctimas, 2021). No obstante, la 

consolidación de una paz duradera continúa dependiendo de la garantía efectiva de los derechos a 

la verdad, la justicia, la reparación integral y las garantías de no repetición (CNMH, 2015).   

Al respecto, uno de los entrevistados manifiesta que el apoyo recibido por parte de las 

instituciones ha sido limitado, afirmando que "lo único que nos ayudaron fue con... nos dieron 

algún mercado, nos dieron un incentivo de dinero, pero hasta ahí" (ESE_AC2_M, R581:R582). 

Además, señala que en las entidades encargadas de atender a las víctimas "siempre le dicen que si 

no tienes cierta edad o no eres discapacitado (...) no tiene derecho a ninguna reparación todavía 

por el momento" (ESE_AC2_M, R583:R584). Este testimonio evidencia que, pese a los avances 

institucionales, persisten barreras para acceder a una reparación integral, lo que refleja la necesidad 

de fortalecer la implementación efectiva de los procesos restaurativos en el territorio. 

Por otra parte, algunos participantes destacan experiencias positivas relacionadas con los 

procesos de formalización de la propiedad rural y el acompañamiento institucional. Al respecto, 

uno de los entrevistados afirma que “en el tema de la adjudicación a título (...) yo creo que esto es 

más que el Estado acompañe las comunidades, porque lo hemos logrado” (ESE_AC3_M, 

R1082:R1084), señalando además que “se entregaron títulos de predios, de escuelas, de canchas, 

se entregaron títulos de tierra del puesto de salud (...) también logramos entregar títulos en Tibú. 

O sea, que sí se puede” (ESE_AC3_M, R1082: R1087). Desde esta perspectiva, el acceso a la 

tierra y su formalización aparecen como procesos viables cuando existe articulación entre las 

comunidades y las instituciones responsables de garantizar estos derechos. 
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Pese a los avances identificados por algunos participantes en materia de formalización y 

adjudicación de tierras, los entrevistados también señalaron que la consolidación de procesos 

restaurativos, la reconstrucción del tejido social y la reparación integral de las víctimas dependen, 

en gran medida, de la existencia de una voluntad de paz real por parte de los diferentes actores 

involucrados en el conflicto. En cuanto a la paz, autores como Galtung (1996) plantean que la 

construcción de la misma desde un enfoque positivo exige superar las desigualdades, garantizar el 

ejercicio efectivo de los derechos y promover relaciones sociales basadas en la justicia y la 

cooperación, de manera que la paz trascienda la ausencia de violencia y se convierta en un proceso 

de transformación social. En este orden de ideas, la voluntad de paz no se limita al fin de las 

confrontaciones armadas, sino que supone la disposición de los diferentes actores para transformar 

las condiciones estructurales que han originado y sostenido el conflicto. 

Lo anterior, toma relevancia cuando se articula con posturas como las de Fisas (2010), 

quien explica que para materializar la paz esta debe constar de procesos que logren consolidar una 

voluntad política genuina de las partes para negociar; puesto que, de esta manera se busca cumplir 

con los objetivos trazados y se les da confianza a los actores involucrados. Es por esto que la 

reparación de las víctimas y la reconstrucción del tejido social no pueden materializarse 

plenamente en contextos donde persisten dinámicas de confrontación y ausencia de diálogo. Al 

respecto, uno de los participantes señala que:  

Es complejo esto hacer un análisis de eso sin las, ellos no tienen voluntad de sentarse a hablar y de 

pensarnos en cómo solucionar eso. Y quisiéramos entender cuál es el camino o… o que ellos cada 

uno tenga una postura de dialogar y, y de arreglar las cosas, pero eso no, no lo veo viable porque 

hemos escuchado a los sectores y no tienen voluntad. Y no, no sé qué vaya a pasar (ESE_AC3_M, 

R1642: R1646).   
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Este testimonio refleja una percepción de incertidumbre frente a las posibilidades de 

alcanzar soluciones negociadas al conflicto, así como una preocupación por la falta de disposición 

de algunos actores armados para participar en procesos de diálogo que permitan superar las 

dinámicas de violencia. 

Lo expuesto puede relacionarse con los planteamientos de Lederach (1997), quien sostiene 

que la construcción de paz requiere procesos orientados a la transformación de las relaciones 

conflictivas y al fortalecimiento de mecanismos de diálogo entre los diferentes actores sociales y 

políticos. Desde esta perspectiva, la paz no se limita al cese de enfrentamientos, sino que supone 

la existencia de una voluntad compartida para reconocer los daños ocasionados, asumir 

responsabilidades y generar acuerdos que permitan reconstruir la convivencia.  

Ahora bien, las condiciones estructurales mencionadas no solo han incidido en las 

posibilidades de acceso y formalización de la tierra, sino también en las estrategias económicas 

desarrolladas por las comunidades rurales para garantizar su subsistencia y permanencia en el 

territorio. En este sentido, la economía campesina emerge como un elemento central para 

comprender la manera en que las familias han enfrentado contextos marcados por la desigualdad 

en la distribución de la tierra, las limitadas oportunidades productivas y las afectaciones derivadas 

del conflicto armado. 

Dentro de estas estrategias, los cultivos de uso ilícito han ocupado un lugar relevante para 

numerosas familias, configurando una relación compleja entre economía campesina, conflicto 

armado y permanencia territorial. Al respecto, Ramírez (2001) señala que la relación entre los 

cultivos de coca y la violencia no puede comprenderse exclusivamente desde una perspectiva 

criminal o militar. Según la autora, esta asociación ha tendido a invisibilizar los procesos de 

organización campesina y las formas de acción colectiva desarrolladas por las comunidades 
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campesinas de las regiones cocaleras, cuyos esfuerzos han estado orientados al fortalecimiento 

comunitario y a la búsqueda de condiciones dignas de vida. 

Sin embargo, la presencia de los cultivos de uso ilícito también se ha desarrollado en medio 

de dinámicas de control territorial ejercidas por actores armados.  Ramírez (2001) expone cómo 

las FARC establecieron mecanismos de regulación sobre la producción y comercialización de la 

coca mediante el cobro de impuestos y otras formas de control sobre la actividad económica. 

Asimismo, Villamarín (1996, como se citó en Ramírez, 2001), señala que estas dinámicas 

estuvieron acompañadas por prácticas de intimidación, despojo y coerción hacia sectores del 

campesinado, quienes en algunos casos fueron obligados a vincularse a las actividades 

relacionadas con la economía cocalera. Como resultado, muchas familias campesinas quedaron 

expuestas simultáneamente a las formas de control impuestas por los grupos armados y a las 

acciones derivadas de la política estatal de lucha contra las drogas. 

Desde esta perspectiva el entrevistado ESE_AC1_H se cuestiona:  

¿Qué indica el programa de sustitución? Listo, vamos a sustituir... la palabra es sustituir una cosa 

por otra. En este caso, las matas de coca por cultivo legal. Pero si el campesino o la familia no tiene 

tierra donde sustituir o donde va a generar su programa, ahí ya queda un vacío muy grande de esas 

familias que se quedaron sin tierras (R253:R255).  

El testimonio anterior refleja que la sustitución de cultivos de uso ilícito no puede reducirse 

al reemplazo de una especie vegetal por otra, ya que supone la transformación de todo un sistema 

productivo y económico. En este sentido, la disponibilidad de tierra constituye apenas una de las 

condiciones necesarias para el éxito de estos programas. La implementación de alternativas legales 

exige, además, que los predios posean condiciones agroecológicas aptas para los nuevos cultivos, 

lo que implica estudios de suelo, selección de especies acordes con las características del territorio 

y acompañamiento técnico permanente.  
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Asimismo, la transición plantea importantes desafíos económicos para las familias 

campesinas, quienes deben asumir costos asociados a la preparación del terreno, adquisición de 

insumos, fertilización, control de plagas y mantenimiento de los cultivos durante un periodo en el 

que aún no obtienen ingresos. A ello se suma la incertidumbre sobre la comercialización de los 

productos, la estabilidad de los precios y la existencia de mercados que garanticen una rentabilidad 

suficiente para sostener el hogar y recuperar la inversión realizada. 

En conjunto, lo anterior permite evidenciar que los procesos de sustitución voluntaria 

constituyen un avance importante en la búsqueda de alternativas económicas legales para las 

comunidades rurales. Sin embargo, también muestran que su sostenibilidad depende de la 

articulación entre acceso a la tierra, acompañamiento institucional, fortalecimiento productivo y 

generación de oportunidades económicas estables. 

Finalmente, estas condiciones han incidido en la construcción de la cultura y 

territorialidad campesina en el municipio del Tibú; configurando estos procesos como parte de 

la identidad campesina, una que ha sido construida socialmente estando siempre vinculada tanto a 

las formas de producción y subsistencia como a los vínculos sociales, culturales y simbólicos que 

las comunidades han tejido en el tiempo con el territorio que habitan. Por esta razón, para uno de 

los entrevistados la tierra: 

Lo es todo, la tierra es la Pachamama… sin tierra no hay nada porque es la que nos da los alimentos. 

En el momento de cultivarla es la que sostiene a una a una sociedad, a una población, es la que nos 

brinda la seguridad alimentaria para las personas (ESE_AC1_H, R134:R136).  

En este orden de ideas, la tierra no representa únicamente un medio de producción, sino un 

elemento fundamental en la construcción de la memoria colectiva, el sentido de pertenencia y los 

proyectos de vida de las familias campesinas. Es así que Escobar (2010) plantea como el territorio 
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trasciende su dimensión física para constituirse en un espacio social, cultural y político donde las 

comunidades construyen su identidad, establecen relaciones de pertenencia y reproducen las 

prácticas que garantizan su permanencia en el tiempo. 

4.2.Avances y cumplimiento del Estado en la garantía del acceso y la formalización de la 

tierra tras la firma del Acuerdo de Paz de 2016 

 

Figura 3 

Red categorial “Acuerdo de Paz” 

 

El Acuerdo de Paz firmado en 2016 entre el Gobierno colombiano y las FARC-EP 

constituyó un hito en la búsqueda de una salida negociada al conflicto social y armado, el cual fue 

concebido como un conjunto unitario e indisociable de medidas que buscan hacer efectivos los 

derechos constitucionales de los ciudadanos mediante un enfoque territorial y de género (Acuerdo 

de paz, 2016). Este acuerdo estableció una hoja de ruta orientada a transformar las condiciones 

estructurales que han alimentado históricamente la violencia en las regiones más afectadas, entre 

ellas el municipio de Tibú. 
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Como parte de esta apuesta, la Reforma Rural Integral se constituye en el primer punto del 

Acuerdo y en uno de sus pilares fundamentales, al proponerse transformar el campo colombiano 

y cerrar las brechas históricas entre lo urbano y lo rural, mediante una estrategia que busca 

erradicar la pobreza, promover la equidad y garantizar que la población del campo pueda ejercer 

plenamente sus derechos ciudadanos. Dentro de esta, la Reforma Agraria ocupa un lugar central, 

en la medida en que busca democratizar el acceso a la tierra y corregir las profundas desigualdades 

en su distribución, promoviendo la desconcentración de la propiedad a través de la distribución 

equitativa de tierras y la titulación de los derechos sobre las mismas (Acuerdo de paz, 2016). 

La implementación de medidas de reforma agraria ha conllevado avances en la tenencia 

de la tierra en algunas regiones del país. En el plano de las métricas oficiales, según la Agencia 

Nacional de Tierras (2025), durante la implementación de la Reforma Agraria en el municipio de 

Tibú y la subregión se han registrado avances en la formalización de la propiedad rural, orientados 

a fortalecer la seguridad jurídica de las familias campesinas; muestra de ello son los 603 

levantamientos topográficos adelantados en municipios clave de la zona (incluyendo a Tibú, Ocaña 

y Ábrego) que abarcan un total de 8.278 hectáreas. Específicamente, durante el año 2025, un total 

de 492 familias campesinas de Norte de Santander se convirtieron en propietarias legítimas tras la 

formalización de más de 6.216 hectáreas, beneficiando directamente a comunidades vulnerables y 

a cultivadores en procesos de sustitución de cultivos. 

Posteriormente, en junio de 2026, en el marco de la Titulatón Catatumbo, la ANT incluyó 

nuevamente al municipio de Tibú dentro de una jornada masiva de formalización que benefició a 

329 familias de 15 municipios de Norte de Santander con la entrega de títulos sobre 3.843 

hectáreas. Asimismo, la entidad otorgó de forma histórica 116 títulos de propiedad a entidades de 
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derecho público, como escuelas rurales y puestos de salud, en localidades clave de la subregión, 

incluyendo a Tibú, El Tarra, Sardinata, Teorama, Hacarí, Ábrego y Cúcuta. La entidad resalta que 

estas acciones, que ya consolidan cerca de 14.000 hectáreas formalizadas a alrededor de 1.427 

familias campesinas en el departamento, fortaleciendo la seguridad jurídica sobre la tierra, 

favoreciendo el acceso a programas de desarrollo rural y promoviendo la posibilidad de que las 

familias campesinas inviertan y hereden legalmente sus predios (Agencia Nacional de Tierras, 

2026). 

En el caso del municipio de Tibú los relatos evidencian que, si bien se han desarrollado 

acciones de formalización y adjudicación de predios en el municipio, estos avances continúan 

siendo limitados frente a las condiciones estructurales del territorio. Desde el ámbito institucional, 

uno de los entrevistados destaca que “hay un tema muy específico y es el sector de Caño Indio, 

donde se avanzó en la formalización de 14 mujeres con un componente de enfoque de género que 

fueron ya tituladas y entregadas sus predios” (ESE_AC6_H, R2377:R2380).  Estos avances son 

valorados positivamente por otro entrevistado, quien afirma que “para nosotros la mayoría de 

campesinos ha sido muy bueno... con la formalización ahorita de los predios que se está haciendo 

por parte de la Agencia de Tierras, la verdad esto es muy buen visto” (ESE_AC2_M, R593:R598).  

Sin embargo, esta percepción contrasta con la de otro actor, quien advierte que “hay que 

reconocer también que no hemos podido avanzar en los territorios de conflicto... el campesino no 

tiene formalidad de las tierras, no tiene escrituras públicas ni títulos de propiedad” (ESE_AC1_H, 

R226:R234). Asimismo, la institucionalidad explica que: 

En el caso del departamento de Norte de Santander, existen muchas figuras del orden ambiental y 

territorial que no permiten avanzar en procesos de formalización o regularización de la tierra. 
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Tenemos zonas de reserva de Ley Segunda, páramos y otras figuras donde el campesino no puede 

acceder a la tierra porque son baldíos de la Nación (ESE_AC6_H, R2473:R2475). 

En conjunto, los avances evidencian que la formalización de la propiedad rural en Tibú ha 

comenzado a consolidarse como un mecanismo para garantizar derechos sobre la tierra y fortalecer 

las condiciones para el desarrollo productivo del campesinado. Sin embargo, el alcance de estas 

acciones continúa siendo un desafío frente a las necesidades históricas de acceso y regularización 

de la tierra que persisten en el municipio. 

Los avances en la formalización y adjudicación de predios han incidido, a su vez, en las 

posibilidades de mejorar la productividad de la tierra, en este orden de ideas, según Correa, 

(2015) las tierras no producen de la misma manera, sino que su capacidad varía según las 

condiciones naturales, los minerales y los nutrientes de cada suelo. Este concepto es clave en la 

economía para entender cómo se valora el suelo y por qué, a medida que se trabaja más la 

agricultura, los rendimientos pueden empezar a disminuir. Esta realidad se refleja directamente en 

el territorio de Norte de Santander al contrastarse con la realidad de Tibú, se hace evidente que el 

municipio tiene una gran riqueza en ciertas zonas, donde la tierra es muy favorable para la 

producción agrícola. Así lo confirma una de las participantes al señalar que "Tibú es una potencia 

en cacao, es más… en yuca, plátano, o sea, todo lo que se pueda ver del campo" (ESE_AC7_M, 

R2815:R2816). 

Sin embargo, las diferencias en la calidad del suelo también representan un gran obstáculo 

para las familias que no tienen acceso a las mejores tierras. Esto genera una clara desventaja, ya 

que muchos productores quieren trabajar, pero sus parcelas no tienen las propiedades adecuadas 

para los cultivos, tal como lo describe otro testimonio:  
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Hay muchos campesinos que quieren cultivar sus tierras, pero que sus tierras no son aptas para 

todos los cultivos, porque tú no puedes sembrar papa en una tierra donde no se va a dar, ¿sí? no es 

porque el clima no se dé, pero lo general los minerales, los nutrientes de esa tierra no son los 

adecuados (ESE_AC1_H, R240:R245). 

Evidenciando así, que el desarrollo rural no depende únicamente de las ganas de trabajar 

del campesinado, sino de la correspondencia entre el suelo y sus propiedades naturales. De este 

modo, los relatos permiten inferir que las diferencias en la calidad del suelo generan condiciones 

desiguales para la producción agrícola, repercutiendo directamente en las posibilidades de 

aprovechamiento de la tierra por parte de las familias campesinas. 

De esa manera, el punto 1 del Acuerdo Final de Paz, denominado Reforma Rural Integral, 

se concibió como una estrategia estructural de largo aliento orientada a revertir la histórica 

desigualdad en la tenencia de la tierra, dinamizar el desarrollo en las regiones más rezagadas y 

cerrar las profundas brechas socioeconómicas entre el mundo urbano y el rural. No obstante, la 

implementación de este componente muestra una marcada dualidad entre la lentitud en el 

cumplimiento de las metas globales de tierras y la focalización de inversiones sustanciales en 

municipios prioritarios como lo es Tibú (CINEP/PPP, & CERAC, 2021). 

En este contexto, uno de los principales avances a nivel nacional ha sido la conformación 

del Fondo de Tierras de distribución gratuita. Hasta el 30 de junio de 2021, la ANT reportó el 

ingreso al Fondo de 14.751 predios con un área de 1.385.066 hectáreas, lo que equivale al 46,2% 

de la meta de 3.000.000 de hectáreas pactadas en el Acuerdo. Sin embargo, la entrega real de estas 

tierras es extremadamente baja. En 52 meses solo se había entregado el 7,8% de lo previsto (un 

ritmo de 4.521 hectáreas por mes). Al ritmo actual, en los 12 años de vigencia del Fondo solo se 

alcanzaría a distribuir el 21,7% de lo pactado. A ello se suma que una proporción significativa de 
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los predios incorporados aún carece de la caracterización técnica necesaria para determinar su 

viabilidad de adjudicación, mientras que otros instrumentos, como los subsidios y créditos para la 

compra de tierras, continúan mostrando resultados mínimos (CINEP/PPP-CERAC, 2021). 

En la misma línea, el instituto Kroc (2025), señala que las medidas relacionadas con acceso 

a tierras y ordenamiento territorial no registraron avances significativos en su nivel de 

implementación durante este periodo. Aunque el Gobierno nacional implementó acciones para 

agilizar la adjudicación de predios, estas gestiones resultaron insuficientes para cumplir las metas 

del año y trazar una ruta viable que permita alcanzar el objetivo global de entregar tres millones 

de hectáreas en los plazos fijados.  

No obstante, al analizar el periodo correspondiente a la actual administración se evidencian 

avances importantes. Según Corporación Compromiso (2025) se consolidó la adjudicación de 

691.390 hectáreas repartidas en 2.921 propiedades, superando ampliamente los resultados de los 

gobiernos precedentes. En consonancia con estos resultados, esta percepción también es 

compartida por algunos de los actores entrevistados. En primer lugar, ESE_AC2_M menciona que: 

“sí estamos viendo que realmente sí está funcionando lo que es el acceso a tierras” (R653). De 

igual manera, desde el ámbito institucional, uno de los entrevistados refiere:  

En materia de cumplimiento del acuerdo, pues se ha avanzado significativamente en el 

departamento más de lo que pudo haber avanzado eh cualquier otro gobierno, es decir, eh el acuerdo 

de paz estuvo muerto desde el 2017 hasta el 2023 donde se inicia por parte de este gobierno pues, 

por la profundización del cumplimiento de ese acuerdo en materia de acceso a tierra y formalización 

(ESE_AC6_H: R2525:R2529). 

A su vez, otro de los entrevistados expresa:  
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La verdad el incremento del acuerdo de paz ha sido algo muy lento, la realidad nosotros tuvimos 

un retroceso cuando fue el presidente Duque, todo eso prácticamente se retrasó, todo no llegó…pero 

ahorita pues se ve muy bien porque pues el presidente Petro ha tenido como la valentía o no sé, o 

el valor de decir si vamos a seguir haciendo eso, vamos a cumplir al campesino, entonces, pues por 

el momento se lleva todo en buena marcha (ESE_AC2_M, R635:643). 

En conjunto, estos relatos permiten evidenciar que, desde la percepción de los 

participantes, la implementación del Acuerdo de Paz ha tenido ritmos diferenciados entre 

administraciones, reconociendo avances recientes en materia de acceso y formalización de la 

tierra, aunque sin desconocer los periodos de estancamiento que afectaron su desarrollo. 

De manera complementaria, la implementación del Acuerdo de Paz ha generado avances 

en distintos frentes del desarrollo territorial, según Presidencia de la república de Colombia (2025),  

en Tibú se evidencia de manera tangible en la priorización de recursos e inversión social para la 

subregión: el territorio registra una inversión focalizada de USD 8.928.661 provenientes de la 

cooperación internacional y la asignación de $94.562 millones de pesos a través de proyectos 

OCAD Paz, destinados a infraestructura crítica como servicios de acueducto, alcantarillado, 

energía y vivienda. Asimismo, las estrategias de desarrollo rural han logrado impactar 

directamente a la población local, beneficiando formalmente a 90 productores locales en el 

municipio.  

Ahora bien, los avances y retrocesos identificados también ponen de manifiesto la 

importancia de realizar un seguimiento del Acuerdo de Paz de forma permanente, el cual busca 

verificar su cumplimiento, servir como una instancia dedicada a la resolución de las diferencias 

que puedan surgir entre las partes e impulsar y monitorear la implementación de las leyes 

necesarias para su desarrollo (Acuerdo de Paz, 2016). En relación con esta necesidad, uno de los 

entrevistados menciona: 
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Pero que en ese acuerdo de paz yo creo que debía haber más seguimiento. Porque quienes 

negociaron fueron las cabezas principales. No se tuvieron en cuenta los mandos medios, no se 

tuvieron en cuenta los guerrilleros rasos. Y no se generaron garantías de que esas personas no 

retornaran nuevamente a coger las armas (ESE_AC1_H, R188:191).  

Evidenciando de esta manera que el cumplimiento del Acuerdo de Paz no depende 

únicamente del incremento en la adjudicación de tierras, sino también de la existencia de 

mecanismos de seguimiento que garanticen la continuidad de los compromisos adquiridos y la 

sostenibilidad de sus resultados en los territorios. 

En este orden de ideas, la participación comunitaria se ha configurado como un factor 

determinante para consolidar estos avances, en la medida en que permite que las comunidades 

incidan directamente en la implementación territorial del Acuerdo de Paz. En ese sentido, Buriticá 

Arango y Garzón Correa (2021), retomando a Madridejos y Salinas (2018), sostienen que el 

fortalecimiento de las redes intersectoriales de trabajo, tanto en espacios formales como informales 

de participación y toma de decisiones, favorece la construcción de procesos colectivos y fortalece 

la implementación de las acciones en los territorios.  

Según Corporación Compromiso (2025), la implementación de la Reforma Agraria y la 

Reforma Rural Integral ha promovido el fortalecimiento de figuras de ordenamiento territorial que 

buscan reconocer las características sociales, culturales y productivas de las comunidades que 

habitan los territorios, como campesinos, pueblos indígenas y comunidades afrodescendientes. 

Estas figuras, entre las que se encuentran las ZRC, los Territorios Campesinos Agroalimentarios 

(TECAM), las Zonas de Reserva Forestal (ZRF) y las Áreas Protegidas para la Producción de 

Alimentos (APPA), tienen como propósito orientar el uso del territorio mediante la participación 
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conjunta de las comunidades y las instituciones, favoreciendo la conservación, la producción de 

alimentos y el desarrollo territorial. 

De igual forma, diversos análisis sobre la implementación del Acuerdo de Paz evidencian 

que, más allá de los avances técnicos, este ha impulsado procesos de organización y apropiación 

social desde los territorios, consolidándose como un horizonte de transformación democrática. En 

este marco, la construcción participativa de los PDET representó un ejercicio sin precedentes al 

involucrar a miles de comunidades rurales en la identificación de sus necesidades y en la 

formulación de iniciativas acordes con las particularidades de cada región. Si bien este proceso 

enfrentó limitaciones relacionadas con la articulación institucional, la metodología empleada y la 

participación de algunas entidades estatales, constituye un avance significativo al posicionar a las 

comunidades como actores centrales en la planificación territorial y en la definición de las 

prioridades para la reparación y el desarrollo de los territorios más afectados por el conflicto 

(CSIVI-FARC Centro de Pensamiento y Diálogo Político y Gentes del Común, 2020). 

En este contexto, el municipio de Tibú emerge como un escenario crucial donde estas 

dinámicas de planeación y ordenamiento cobran vida. A través de espacios como la Mesa Técnica 

entre la ANT y la ASCAMCAT, las comunidades locales han consolidado canales de interlocución 

directa para avanzar en la delimitación de la ZRC del Catatumbo.  

Los espacios participativos realizados no solo ratifican el protagonismo comunitario en la 

definición de prioridades de desarrollo y reforma agraria, sino que promueve un modelo de 

gobernanza intercultural basado en el respeto estricto a los derechos territoriales del pueblo 

indígena Barí, convirtiendo la participación en una herramienta efectiva para la resolución 

concertada de los conflictos históricos sobre la propiedad rural. (Agencia Nacional de Tierras, 



ACCESO Y FORMALIZACIÓN DE LA TIERRA  67 

 

2025). Esto se materializa en la atención institucional a la Alerta Temprana 017 de 2025 de la 

Defensoría del Pueblo, herramienta de seguimiento que advierte los riesgos por la confrontación 

armada y prioriza la protección de la sociedad civil, los firmantes de paz y las comunidades étnicas 

Barí y Yukpa que habitan el municipio (Presidencia de la República de Colombia, 2025).  

Esta perspectiva coincide con lo expresado por uno de los entrevistados, quien afirma que 

“Yo siempre he dicho que los procesos tienen que tener participación ciudadana, ¿sí? Participación 

del campesino, participación de las personas de la región, porque son el núcleo, son las masas, son 

los que están ahí en el medio del conflicto” (ESE_AC1_H, R178:R181). En este sentido, la 

participación de las comunidades no solo fortalece la legitimidad de las políticas públicas, sino 

que también contribuye a que las intervenciones respondan de manera más pertinente a las 

necesidades y realidades del territorio. 

Sin embargo, la implementación real del Acuerdo de Paz a nivel nacional evidencia una 

profunda contradicción frente a este principio, reflejada en una crisis estructural de la participación 

local donde solo 290 de los 1.102 municipios del país cuentan con Consejos de Paz activos. Esta 

débil infraestructura institucional en las zonas rurales demuestra que el principal desafío del Estado 

no radica en la amplia formulación normativa ya existente, sino en su capacidad para pasar de la 

teoría jurídica a una efectividad territorial concreta que reconozca a las comunidades como las 

verdaderas protagonistas de su propio desarrollo (Unidad de Implementación del Acuerdo de Paz, 

2025). 

No obstante, la participación de la comunidad se ve muy afectada por la división y la 

polarización social, lo que hace difícil que la gente se ponga de acuerdo para trabajar junta de 

manera efectiva. Por un lado, el CNMH (2018) señala que la aplicación de la Reforma Rural 
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Integral ha estado frenada por peleas políticas sobre quién debe tener la tierra y cómo repartirla, 

convirtiéndose en uno de los temas que más divide al país tras la firma de la paz. 

Por otro lado, esta discusión no se queda solo en el papel o en el debate sobre el campo. 

Como lo muestra la Defensoría del pueblo (2025), la realidad en las regiones es más compleja: la 

presencia de grupos armados y la fuerte división política hacen que la gente desconfíe 

profundamente de las instituciones del Estado. En un ambiente así de tenso, la comunidad se 

desune y se vuelve casi imposible lograr acuerdos para transformar el campo colombiano, lo que 

termina por frenar los avances que se prometieron en el Acuerdo de Paz. 

Esta realidad también se evidencia en el municipio de Tibú, donde las diferentes 

interpretaciones sobre el proceso de paz y sus resultados han incidido en las formas de 

participación de la comunidad. Al respecto, uno de los entrevistados manifiesta que: 

En ese proceso de paz no hubo esa participación, hubo muchas rupturas, muchas cosas que 

quedaron volando que de cierta manera desescaló la violencia en el país, pero hubo unos temas de 

reparación, unos temas de perdón y olvido para los que la sociedad no estaba preparada… la 

situación se dividió en dos partes… el mismo Estado causó una división para generar un conflicto 

(ESE_AC1_H, R179:R188). 

Desde esta perspectiva, la experiencia del municipio de Tibú evidencia que la 

implementación de las políticas derivadas del Acuerdo de Paz no depende únicamente de su diseño 

institucional o de los mecanismos de participación establecidos, sino también de la capacidad para 

reconstruir la confianza entre la comunidad, las instituciones y los demás actores presentes en el 

territorio. En este sentido, la persistencia de la polarización y la fragmentación social continúa 

representando un desafío para consolidar escenarios de diálogo y fortalecer una participación 



ACCESO Y FORMALIZACIÓN DE LA TIERRA  69 

 

comunitaria que contribuya de manera efectiva a las transformaciones planteadas en el Acuerdo 

de Paz. 

A las dificultades derivadas de la polarización social se añade otro factor que restringe 

profundamente la participación comunitaria: la violencia ejercida contra los líderes sociales, 

fenómeno que contradice de manera directa los avances del Acuerdo de Paz al debilitar el liderazgo 

comunitario. Al respecto, Rosales (2021) explica que las dinámicas contra líderes sociales se 

enmarcan en un sistema violento donde las agresiones mortales hacia los defensores comunitarios 

que reclaman la devolución de sus tierras funcionan de manera conjunta con el destierro forzado, 

lo que acelera la concentración de la propiedad rural y perpetúa el despojo en el campo 

colombiano. 

A nivel nacional, la violencia contra las personas líderes sociales y defensoras de derechos 

humanos continúa siendo uno de los principales obstáculos para la consolidación de la paz en 

Colombia. Durante 2025 se registraron 187 asesinatos, cifra superior a la del año anterior y similar 

a la presentada en 2022, lo que evidencia la persistencia de este fenómeno. Aunque en comparación 

con los años de mayor violencia (2018-2020) las cifras muestran cierta estabilidad, esta no 

representa una mejora estructural, sino la permanencia de un nivel de violencia sostenido asociado 

a la limitada efectividad de las medidas de prevención y protección implementadas por el Estado. 

Asimismo, el incremento de estos hechos en periodos electorales constituye una señal de alerta 

frente a los riesgos que enfrentan quienes ejercen liderazgo social en los territorios (Gonzáles et 

al., 2026). 

En el ámbito territorial, Norte de Santander refleja el recrudecimiento de esta problemática, 

al pasar de siete asesinatos de líderes sociales en 2024 a trece en 2025, en un contexto marcado 
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por la confrontación entre el ELN y el Frente 33 en la región del Catatumbo. Esta situación tiene 

una expresión particularmente crítica en el municipio de Tibú, donde durante 2025 fueron 

asesinados siete líderes sociales en medio del conflicto armado. Estos hechos evidencian cómo la 

persistencia de la violencia y el accionar de los grupos armados continúan debilitando el liderazgo 

comunitario, restringiendo la participación ciudadana y limitando las condiciones necesarias para 

avanzar en la implementación efectiva del Acuerdo de Paz (Gonzáles et al., 2026). 

 En este sentido, uno de los entrevistados afirma que “el líder que está en el territorio y no 

haya sido amenazado, no es líder, porque nunca te vas a poner de acuerdo con todos los sectores” 

(ESE_AC3_M, R876:R878). Este relato evidencia que, en el municipio de Tibú, el liderazgo social 

se ejerce bajo condiciones permanentes de amenaza y exposición a la violencia, situación que 

trasciende el riesgo individual y repercute en los procesos organizativos de las comunidades. En 

consecuencia, se infiere que el temor generado por el conflicto armado y las agresiones contra 

quienes lideran iniciativas comunitarias disminuye la participación ciudadana, debilita la 

representación de las comunidades y constituye uno de los principales desafíos para consolidar la 

implementación del Acuerdo de Paz en el territorio. 

Paralelamente, el narcotráfico como motor del conflicto continúa operando como uno de 

los principales obstáculos para la consolidación de los avances alcanzados en el marco del 

Acuerdo, según Rincón y Santisteban (2020), la persistencia de la violencia está intrínsecamente 

ligada a la ley de la oferta y la demanda de estas actividades ilícitas, lo que despierta una constante 

ambición en los grupos armados por mantener el monopolio sobre la siembra, el procesamiento y 

la comercialización de la cocaína. Esta disputa histórica por el control territorial y las rutas 

estratégicas de contrabando en la zona fronteriza no solo fragmenta el tejido social, sino que 
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convierte a las comunidades en el centro de las hostilidades. Al final, mientras las ganancias de 

esta economía ilegal sigan financiando la guerra y el Estado no consolide una presencia integral 

con proyectos productivos sostenibles, cualquier intento por afianzar los avances de la paz se 

enfrentará al obstáculo de un conflicto que se recrudece y se transforma continuamente en el 

territorio. 

De esta manera uno de los entrevistados menciona que: 

Principalmente en el Catatumbo vimos como cogió nuevamente fuerza, pero con un antecedente 

que yo creo que muy importante que son... que es el narcotráfico, que es la fuente o la estructura 

que genera todo tipo de violencia. ¿sí? porque digamos que en algún momento las guerrillas 

luchaban o le decían al pueblo "tenemos una lucha por el pueblo, por la ideología, por conservar 

ese campesinado, por esas luchas, por esa opresión de unos gobiernos que oprimían a esos pueblos 

que masacraban a esos campesinos. De ahí surgió esa lucha. Pero cuando inmediatamente 

vincularon el tema del narcotráfico, se perdieron... se perdió todo el poder ideológico que tenían y 

se fueron fue por el tema del narcotráfico (ESE_AC1_H, R198:208).  

En este contexto, se evidencia que la persistencia del narcotráfico ha transformado las 

dinámicas del conflicto en el Catatumbo, desplazando las motivaciones políticas e ideológicas 

hacia intereses económicos asociados al control de las economías ilícitas. En consecuencia, los 

avances alcanzados en la implementación del Acuerdo de Paz, particularmente en materia de 

acceso y formalización de la tierra, continúan siendo frágiles, pues las disputas por el control 

territorial generan nuevas condiciones de violencia e incertidumbre que limitan la permanencia de 

las comunidades en sus territorios y dificultan la consolidación de una paz estable y duradera. 

A este panorama se suma la reincidencia armada de excombatientes, la cual representa 

otra de las principales contradicciones frente a los avances del Acuerdo de Paz, en tanto pone en 

entredicho la sostenibilidad del proceso de dejación de armas (Uprimny & Saffón, 2007, como se 

citó en Úsuga-Urrego et al., 2025). La institucional y la percepción de abandono en el 
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acompañamiento no solo aíslan al excombatiente, sino que son aprovechadas activamente por los 

grupos residuales para dinamizar la reincidencia. Al respecto, (Downing et al., 2022) señala que 

el 50% de los excombatientes en programas de transición han recibido ofertas directas para 

reincorporarse a la ilegalidad, siendo los grupos disidentes de las FARC los principales 

dinamizadores de estas invitaciones.  

Como lo ilustra uno de los entrevistados ESE_AC1_H. “Al no haber garantías, pues esas 

personas o esas segundas personas a los mandos, pues volvieron a hacer reestructuras pequeñas y 

ahí donde crearon las disidencias que nuevamente crecieron por eso, porque no hubo un 

seguimiento a ese proceso” (R192:R194). A partir de este relato, se infiere que, en el municipio de 

Tibú, la reincidencia de excombatientes ha estado asociada a las limitadas garantías para la 

reincorporación y a la insuficiencia del acompañamiento institucional posterior a la firma del 

Acuerdo de Paz. En este contexto, la reorganización de las disidencias evidencia que la ausencia 

de un seguimiento estatal sostenido ha favorecido la reconfiguración de los grupos armados en el 

territorio, constituyéndose en uno de los principales desafíos para la consolidación de una paz 

estable y duradera. 

En conjunto, estas tres dinámicas, la violencia contra líderes sociales, el narcotráfico y la 

reincidencia armada, se encuentran estrechamente relacionadas y limitan la consolidación de los 

avances alcanzados mediante el Acuerdo de Paz en Tibú. En consecuencia, se infiere que, aunque 

se evidencian progresos en materia de acceso y formalización de la tierra, estos continúan siendo 

frágiles frente a un contexto de violencia e inseguridad que restringe la participación comunitaria 

y la permanencia de las comunidades en el territorio. Así, la consolidación de una paz estable y 

duradera requiere no solo el cumplimiento de las metas institucionales del Acuerdo, sino también 
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el fortalecimiento de la presencia estatal, la protección de los liderazgos sociales y la generación 

de condiciones que permitan garantizar el ejercicio pleno de los derechos de las comunidades 

campesinas. 

4.3.Agudización de la violencia territorial y acceso a la tierra en Tibú, Norte de 

Santander 

Figura 4 

Red categorial “Agudización de la Violencia Territorial” 

 

La agudización de la violencia territorial constituye uno de los principales factores que han 

configurado las dinámicas sociales, económicas y políticas del municipio de Tibú y, en general, de 

la región del Catatumbo. Más allá de la confrontación armada, esta violencia responde a disputas 

por el control del territorio, la presencia de recursos naturales, las economías legales e ilegales y 

las posibilidades de ejercer dominio sobre la población civil. En este sentido González (2014), 

señala como la expansión y la permanencia de los actores armados en Colombia ha estado 
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estrechamente vinculada con la disputa por territorios estratégicos, donde el control del espacio 

constituye un mecanismo para consolidar poder político, económico y militar. 

En la región de Tibú la violencia ha sido experimentada como un fenómeno cíclico, 

caracterizado por periodos de alta intensidad seguidos de momentos de relativa disminución de las 

confrontaciones armadas. Es así, que autores como Sánchez (2003) sostienen que la violencia en 

Colombia ha presentado un carácter recurrente y acumulativo, en el que las distintas etapas del 

conflicto no representan rupturas definitivas, sino procesos de reconfiguración que permiten la 

continuidad de las disputas por el poder, el territorio y los recursos. Desde esta perspectiva, los 

picos de violencia corresponden a momentos de intensificación de conflictos históricos que, lejos 

de resolverse completamente, adoptan nuevas expresiones según las transformaciones políticas, 

económicas y militares del país. 

Esta percepción se ve reflejada en el relato del participante ESE_AC1_H, quien señala que 

"Colombia ha tenido unos picos de violencia altos y bajos" (R268:R269), aludiendo al carácter 

fluctuante del conflicto armado y a la forma en que los periodos de intensificación han alternado 

con momentos de relativa disminución de la violencia. Este relato se contrasta con la experiencia 

narrada por ESE_AC2_M, quien recuerda que, tras la firma del Acuerdo de Paz, "la violencia se 

redujo mucho, hubo mucha tranquilidad, los grupos que andaban por acá, ellos no tenían ningún 

conflicto entre ellos" (R696:R697). Aunque este último testimonio evidencia un periodo de mayor 

tranquilidad percibido por la comunidad, no contradice la idea de la recurrencia de la violencia; 

por el contrario, ilustra uno de los intervalos de relativa estabilidad que, según los participantes, 

han precedido a nuevos escenarios de confrontación en el territorio. 

Sin embargo, para algunos este clima de paz significaba “una tranquilidad trasversal” 

(ESE_AC3_M, R1456) porque, aunque la presencia de grupos armados continuaba, "no había un 
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enfrentamiento" (ESE_AC3_, R1459) que involucrara directamente a la población civil. Estas 

narrativas permiten comprender que la percepción comunitaria de la paz no dependía de la 

desaparición de los actores armados, sino de la reducción de las confrontaciones abiertas entre 

ellos y, por tanto, de la disminución del riesgo cotidiano para quienes habitan el municipio. 

Esta lectura encuentra sustento en la trayectoria histórica del conflicto en el Catatumbo. 

Desde las décadas de 1980 y 1990, Tibú se consolidó como un escenario estratégico para las 

guerrillas de las FARC y el ELN, cuya presencia se intensificó con la incursión del Bloque 

Catatumbo de las Autodefensas Unidas de Colombia, interesado en disputar el control del 

narcotráfico y de los corredores estratégicos de la región. Las masacres ocurridas entre 1999 y 

2000, así como los desplazamientos masivos que marcaron este periodo, evidenciaron uno de los 

momentos más críticos de violencia en el municipio. Posteriormente, la desmovilización de las 

estructuras paramilitares no significó la desaparición de las dinámicas armadas, sino su 

transformación mediante el surgimiento de nuevas organizaciones ilegales y la reconfiguración de 

las disputas por el territorio (Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, 2025). 

Desde esta perspectiva, el Acuerdo de Paz firmado en 2016 representó para los habitantes 

de Tibú una reducción significativa de las confrontaciones. Un actor incluso describe este periodo 

como una "tensa calma en el territorio" (ESE_AC6_H, R2589), en la que fue posible avanzar en 

algunos aspectos relacionados con los derechos territoriales del campesinado. Sin embargo, la 

expresión utilizada resulta especialmente significativa porque reconoce que aquella disminución 

de la violencia coexistía con una estructura de conflicto que nunca desapareció completamente. 

Lo expuesto conlleva a una reconfiguración de las dinámicas del conflicto en Tibú, donde 

las disputas armadas trascienden la confrontación entre organizaciones ilegales y encuentran en el 

territorio su principal objeto de control. Las nuevas escaladas del conflicto responden, 
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fundamentalmente, a la necesidad de los grupos armados de consolidar el dominio sobre espacios 

estratégicos que garantizan el control de corredores de movilidad, economías legales e ilegales y 

de la población que habita estos lugares. De esta manera, la Unidad de Implementación del 

Acuerdo de Paz (UIAP, 2024) plantea que el territorio deja de representar únicamente el escenario 

donde ocurre la violencia para convertirse en el recurso más disputado por los actores armados, 

condición que redefine las relaciones sociales, económicas y políticas del municipio. 

La reconfiguración del conflicto se refleja en el deterioro de las condiciones humanitarias 

experimentadas por la población de Tibú, municipio que durante 2025 se consolidó como uno de 

los principales epicentros de la confrontación armada en la región del Catatumbo. En este contexto, 

la Defensoría del Pueblo (2025) reportó que, con corte a julio de ese año, Tibú registraba 84.964 

personas afectadas por desplazamiento forzado masivo como consecuencia de las confrontaciones 

entre actores armados.  

Asimismo, de acuerdo con el balance de crisis humanitaria por la Unidad para las Víctimas 

(2026), con corte al 1 de febrero de 2026, el municipio reportaba 103.327 víctimas de 

desplazamiento forzado, 487 víctimas de homicidio y 308 víctimas de abandono o despojo forzado 

de tierras. Estas cifras evidencian que la disputa por el control del territorio trasciende la 

confrontación entre los actores armados y se traduce en graves vulneraciones de los derechos 

humanos, afectando de manera directa la permanencia de las comunidades campesinas en sus 

territorios y profundizando las dinámicas de desarraigo, pérdida patrimonial y fragmentación del 

tejido social. 

Esta percepción encuentra un amplio respaldo en los testimonios recogidos durante la 

investigación. Uno de los participantes afirma que el conflicto actual "es por quién se queda con 

el territorio, quién va a estar a cargo del territorio, si es X o Y guerrilla" (ESE_AC4_M, 
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R2012:R2013), destacando que, mientras las organizaciones armadas disputan ese dominio, pues 

"la comunidad queda en el centro de ese conflicto"(ESE_AC4_M, R2013). Esta afirmación 

permite comprender que la apropiación territorial no solo se limita a la ocupación física de un 

espacio, sino que implica formas de control que condicionan la vida cotidiana de quienes 

permanecen en él (Narváez, 2018). Desde otra perspectiva, Haesbaert (2011) plantea que el 

territorio constituye una expresión de relaciones de poder, por lo que su apropiación supone la 

capacidad de regular quién puede habitarlo, transitarlo y hacer uso de sus recursos. 

En este orden de ideas, las experiencias relatadas por los actores muestran que estas 

disputas adquieren expresiones concretas en la vida diaria. Un actor describe la realidad de las 

veredas mediante una anécdota que resume la permanente sustitución de poderes armados: "usted 

a veces ve que ponen un pasacalles, lo quitan cuando llega el otro grupo, lo cambia" 

(ESE_AC3_M, R1224:R1225). Esto evidencia que el control territorial es dinámico y responde a 

los constantes reacomodos de las organizaciones armadas. Aunque cambien los actores que ejercen 

el dominio, las comunidades continúan habitando un territorio donde las reglas, las restricciones y 

las formas de autoridad son impuestas por quienes logran consolidar temporalmente el control 

(González, 2014). La permanencia de las familias en estos espacios no obedece a la ausencia del 

riesgo, sino a la imposibilidad de abandonarlos y ante la duda de "¿Por qué no salgo? Porque no 

tengo para dónde ir" (ESE_AC3_M, R1225:R1226).  

Los hallazgos en mención se sustentan con lo señalado por la Defensoría del Pueblo (2025), 

quien identifica que la ubicación geográfica de Tibú, su extensa frontera con Venezuela y su 

articulación con municipios como El Tarra, Sardinata, San Calixto, Teorama y Cúcuta le confieren 

un alto valor estratégico para las organizaciones armadas ilegales. No obstante, esta condición 

trasciende la simple localización geográfica. Como plantea Fernán González (2014), los territorios 
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adquieren importancia en la medida en que concentran corredores de movilidad, recursos 

económicos y posibilidades de influencia política, convirtiéndose en escenarios donde diversos 

actores buscan consolidar órdenes de poder ante la presencia desigual del Estado. 

Desde esta perspectiva, en contextos de conflicto armado las relaciones de poder se 

materializan mediante mecanismos que regulan la vida cotidiana de la población y transforman las 

formas de habitar el territorio. En el caso de Tibú, esto explica que las comunidades desarrollen 

sus proyectos de vida bajo una incertidumbre permanente, donde el relevo de un grupo armado por 

otro no supone necesariamente una mejora en las condiciones de seguridad. Como advierte María 

Clemencia Ramírez (2001), los actores armados no solo buscan dominar estratégicamente el 

territorio, sino también regular las prácticas sociales, económicas y comunitarias de quienes lo 

habitan, generando formas de autoridad paralelas que terminan incorporándose a la cotidianidad.  

Ahora bien, las disputas por el control territorial descritas anteriormente encuentran su 

manifestación más visible en las múltiples violaciones de los derechos humanos que experimenta 

la población del municipio de Tibú. Los derechos humanos constituyen el conjunto de garantías 

inherentes a toda persona por el solo hecho de su condición humana, orientadas a proteger la 

dignidad, la libertad, la igualdad y la integridad frente a cualquier forma de abuso de poder (ONU, 

1948). En contextos de conflicto armado, estas garantías adquieren una especial relevancia debido 

a que la población civil se convierte en el principal sujeto de afectación. Como sostiene Pablo de 

Greiff (2006), la vulneración masiva de derechos durante los conflictos armados no solo ocasiona 

daños individuales, sino que altera las condiciones que hacen posible el ejercicio de la ciudadanía, 

la confianza institucional y la vida democrática. 

Empero, la experiencia de la violencia produce memorias, temores y pérdidas que son 

socialmente compartidas, incidiendo en la manera en que las comunidades comprenden su pasado, 
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enfrentan su presente y proyectan su futuro. En este contexto emerge la noción de victimización 

colectiva, la cual para Bar-Tal et al. (2009) es entendida como el conjunto de afectaciones que 

trascienden el daño individual y alteran la vida social de una comunidad. En concordancia con esta 

definición, la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas (2018) reconoce que 

la victimización colectiva implica una afectación tanto objetiva como subjetiva sobre una 

comunidad, al comprometer su funcionamiento, su identidad, sus prácticas culturales y los 

elementos que sustentan su proyecto colectivo de vida. 

En este orden de ideas, el territorio deja de ser únicamente un espacio estratégico para los 

actores armados y se convierte en el escenario donde se restringen libertades fundamentales en las 

comunidades (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2013). Así, los relatos de los actores 

permiten comprender que las afectaciones no son hechos aislados derivados de la confrontación, 

sino consecuencias directas de las formas de control que ejercen los grupos armados sobre la 

población civil. 

Uno de ellos señala que dentro del territorio "se están violando los derechos fundamentales 

del ciudadano mediante desplazamientos forzados, confrontaciones armadas, secuestros, 

reclutamiento de menores, violencia sexual contra las mujeres y extorsiones” (ESE_AC1_H, 

R342:R344). Su relato muestra que la población no solo enfrenta el riesgo de quedar atrapada en 

medio de los enfrentamientos, sino que soporta un conjunto de prácticas sistemáticas que limitan 

el ejercicio de sus derechos. 

Esta realidad se complementa con la experiencia de otros actores, quienes explican como 

la victimización comienza desde el momento en que la población pierde la posibilidad de ejercer 

su libertad de movimiento y su privacidad (ESE_AC3_M y ESE_AC7_M). La existencia de 

retenes ilegales, la inspección de teléfonos celulares, la imposición de horarios para transitar y el 
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temor constante a ser señalado o retenido configuran una infracción al Derecho Internacional 

Humanitario porque "el civil, la población civil del Catatumbo está en estos momentos inmerso a 

lo que pueda pasar, desprotegidos porque no tienen garantías de estar en su territorio" 

(ESE_AC1_H, R370:R372).  

Estos hallazgos se hacen evidentes con la Alerta Temprana N° 006-2026 de Inminencia 

emitida por la Defensoría del Pueblo (2026), la cual describe que en el casco urbano de Tibú se ha 

configurado un escenario de doble autoridad armada ilegal, donde diferentes barrios se encuentran 

bajo el control del Frente 33 o del ELN. Como consecuencia, se imponen horarios de circulación, 

restricciones de movilidad y sanciones extralegales. 

La relación entre el ejercicio del control territorial y la vulneración de derechos también es 

explicada por la Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad (2022), donde se plantea que las 

distintas violaciones de derechos humanos y las infracciones al Derecho Internacional Humanitario 

responden a lógicas que trascienden el objetivo militar. Entre ellas se encuentran el sostenimiento 

de las estructuras armadas y el control social de la población civil; estas dinámicas permiten 

interpretar que las experiencias narradas por los habitantes de Tibú no obedecen únicamente a los 

enfrentamientos entre organizaciones armadas, sino a estrategias deliberadas de dominación que 

utilizan a la población como medio para asegurar el control del territorio. 

Desde una perspectiva institucional, uno de los actores (ESE_AC6_H, R2399:R2407) 

recuerda que uno de los primeros escenarios de violencia en Tibú estuvo asociado a la apropiación 

de tierras por parte de la compañía petrolera COLPET, proceso durante el cual cientos de indígenas 

fueron asesinados para facilitar el control sobre sus territorios. Al recuperar este episodio histórico, 

el actor pone de manifiesto que las violaciones de derechos humanos en Tibú no constituyen un 

fenómeno reciente, sino una práctica que ha acompañado las diferentes etapas de configuración 
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del territorio. En este panorama, resulta pertinente la reflexión de Gélvez (2016), quien advierte 

que las violaciones de los derechos humanos en Colombia han terminado afectando principalmente 

a una población que, en numerosas ocasiones, no participa directamente en el conflicto armado. 

Asimismo, señala que la impunidad y las limitaciones institucionales para garantizar la protección 

efectiva de las comunidades contribuyen a perpetuar estas vulneraciones y a profundizar el 

sentimiento de desprotección de las víctimas.  

Si bien los hallazgos anteriores evidencian que el conflicto armado ha generado profundas 

afectaciones sobre la vida colectiva de las comunidades de Tibú, también permiten reconocer que 

la victimización no ha significado la desaparición de sus capacidades de organización y 

permanencia. Por el contrario, Lindón (2000, como se citó en Cancimance López, 2014) señala 

que, en medio de la violencia, el confinamiento, el despojo y la incertidumbre, las comunidades 

campesinas han construido diversas formas de resistencia orientadas a defender la vida. En este 

sentido, la resistencia campesina emerge no únicamente como una respuesta frente a la violencia, 

sino como una práctica cotidiana que expresa la decisión de continuar habitando el territorio a 

pesar de las múltiples adversidades que lo atraviesan. 

Dicho concepto adquiere relevancia puesto que trasciende la permanencia física en el 

territorio y comprende procesos continuos de organización, participación y reivindicación de 

derechos. En este sentido, el Instituto Colombiano de Antropología e Historia plantea que las 

luchas históricas del campesinado colombiano han estado mediadas por la búsqueda de 

participación, integración y reconocimiento como sujeto político, más que por una aspiración de 

autonomía absoluta (Saade, 2020).  

Las voces de los actores reflejan esta comprensión al reconocer que, aunque el 

campesinado ha soportado décadas de violencia ejercida tanto por actores armados como por la 
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ausencia del Estado, ha logrado mantenerse en el territorio gracias a una capacidad permanente de 

organización y resiliencia. Uno de ellos resume esta experiencia al afirmar que "los grupos se han 

ensañado con el pueblo prácticamente" (ESE_AC1_H, R304:R305), recordando las pérdidas 

humanas y las múltiples formas de violencia que han marcado la historia del Catatumbo; sin 

embargo, concluye señalando que "el pueblo ha sido muy resistente con todos los focos de 

violencia" (ESE_AC1_H, R305). Esta afirmación desplaza la mirada centrada exclusivamente en 

la condición de víctima y pone de relieve la capacidad de las comunidades para sostener sus 

proyectos de vida en medio de un escenario de conflicto prolongado. 

Esta interpretación dialoga con los planteamientos de Sánchez et al. (2021), quienes 

sostienen que el movimiento campesino colombiano se ha fortalecido precisamente como un 

movimiento de defensa de la vida, integrado por sobrevivientes de la violencia y del abandono 

estatal. Desde esta perspectiva los hallazgos obtenidos en Tibú permiten ampliar esta comprensión, 

pues muestran que la resistencia no surge únicamente en escenarios de movilización social, sino 

también en la decisión cotidiana de permanecer, cultivar la tierra y reconstruir colectivamente el 

territorio. Ahora bien, la dimensión cotidiana de la resistencia adquiere relevancia en las 

experiencias compartidas por los actores. Uno de ellos relata el proceso emprendido por su 

comunidad para impedir la pérdida de sus tierras, recuerda que fueron "dos meses de lucha" 

(ESE_AC3_M, R953) y enfatiza que "estamos ahí como no dejar caer lo que hemos logrado hasta 

la presente" (ESE_AC3_M, R955:R956).  

Estas experiencias encuentran un amplio respaldo en los planteamientos Scott (1990) sobre 

la resistencia cotidiana, él propone que, en contextos donde la confrontación abierta implica 

riesgos extremos, los grupos subordinados desarrollan prácticas silenciosas e incluso 
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aparentemente invisibles para proteger sus condiciones de existencia y limitar los efectos de la 

dominación. 

A su vez, las formas de resistencia campesina no pueden comprenderse sin reconocer el 

papel que desempeñan los liderazgos sociales en la articulación de los procesos organizativos del 

territorio. Desde una perspectiva amplia, los líderes sociales constituyen actores colectivos que 

canalizan las demandas de sus comunidades, promueven procesos de participación y fortalecen la 

acción organizada para la defensa de derechos e intereses comunes. En este sentido, su liderazgo 

no se limita al ejercicio de la representación, sino que implica la construcción de capacidades 

comunitarias, la movilización social y el fortalecimiento de iniciativas orientadas a la 

transformación de las condiciones de exclusión que afectan a sus territorios (Cadena et al., 2019). 

En el contexto rural colombiano, esta labor adquiere una connotación particular debido a 

que las comunidades campesinas históricamente han encontrado en sus liderazgos una vía para 

impulsar procesos de organización, reivindicación de derechos y defensa del territorio. Al respecto, 

Saade (2020) señala que las luchas del campesinado han estado orientadas, principalmente, por la 

búsqueda de participación, integración y reconocimiento como sujeto político, objetivos que 

difícilmente pueden alcanzarse sin la existencia de liderazgos capaces de articular las demandas 

colectivas y establecer canales de interlocución con el Estado y otros actores sociales. 

Desde esta perspectiva, Lederach (1997) sitúa la figura del líder social como un actor de 

particular relevancia en la construcción de paz, al convertirse en el puente entre las necesidades de 

la comunidad, las instituciones y los procesos colectivos de transformación social. Su capacidad 

para generar confianza, facilitar el diálogo y fortalecer las relaciones comunitarias resulta 

fundamental en escenarios marcados por la violencia, donde la fragmentación del tejido social 

limita las posibilidades de organización y participación. 
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En este sentido, los participantes describen el liderazgo social como una responsabilidad 

que trasciende cualquier reconocimiento formal. Uno de ellos explica que "no hay una credencial 

que acredite al líder social" (ESE_AC1_H, R432:R433), ni garantías suficientes para proteger a 

quienes ejercen esta labor. A pesar de ello, sostiene que el liderazgo surge de la convicción de 

defender los derechos fundamentales de la comunidad y de la necesidad de "sentar la voz de 

rechazo ante los atropellos a la población” (ESE_AC1_H, R439).  

En conjunto, lo anterior pone en manifiesto como en el contexto del conflicto armado 

colombiano, ejercer el liderazgo social supone asumir una responsabilidad que con frecuencia 

expone a quienes la desempeñan a amenazas, estigmatización y hechos de violencia. Esta 

condición evidencia una paradoja para quienes promueven la participación comunitaria, la defensa 

de los derechos humanos y la construcción de paz; puesto que, al mismo tiempo, se convierten, en 

uno de los grupos más vulnerables frente a la persistencia de las dinámicas del conflicto (Vega, 

2018). 

Ahora bien, resulta necesario analizar las acciones que las instituciones han desarrollado 

para responder a algunas de las necesidades históricas del campesinado en Tibú. Las voces de los 

actores institucionales muestran que uno de los principales esfuerzos se concentra en la 

articulación institucional entre la Dirección de Sustitución y la ANT, mediante procesos 

orientados a la formalización de la propiedad rural y la implementación de alternativas productivas 

para las familias campesinas. Al respecto, uno de los actores manifiesta:  

Tenemos alrededor de 200 familias que están en el marco de un acuerdo establecido entre la 

Dirección de Sustitución y la Agencia de Tierras, gracias al cual las familias reciben el título de 

propiedad de sus predios y un proyecto productivo que les permita fortalecer sus medios de vida 

(ESE_AC4_M, R1868:1871). 
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Desde su experiencia, este proceso representa un reconocimiento institucional de que "las 

familias campesinas han sido víctimas de todo este conflicto" (ESE_AC4_M, R1872) y constituye 

una oportunidad para ofrecerles "una esperanza de vida para que puedan salir adelante" 

(ESE_AC4_M, R1873). 

Además de los procesos de acceso a la tierra, los actores (ESE_AC4_M y ESE_AC6_H) 

mencionan que desde las instituciones se desarrollan acciones orientadas a la protección de líderes 

sociales y comunidades afectadas por el conflicto. Asimismo, destacan la realización de jornadas 

de capacitación desarrolladas junto con la Unidad Nacional de Protección y facilitan el acceso a 

entidades como la Defensoría del Pueblo, la Personería y la Procuraduría en las que "se les explica 

cuál es la ruta en el caso de ser amenazados, cuál es la ruta en el caso de que haya un 

desplazamiento" (ESE_AC4_M, R2035:R2037), fortaleciendo el conocimiento de los mecanismos 

institucionales disponibles para la protección de las comunidades.  

Estas acciones también representan una respuesta a las demandas de mayor transparencia 

estatal y acceso a la información expresadas por las comunidades, pues, como reconoce el mismo 

actor, "la limitación más grande y lo que te digo, o sea, la otra limitación es a veces falta de 

información, que no llega la información como es y no sé, como el teléfono roto mejor dicho" 

(ESE_AC2_H, R617:R619), evidenciando que la comunicación efectiva entre las instituciones y 

la población constituye un elemento indispensable para garantizar el acceso oportuno a la oferta 

institucional y el ejercicio de sus derechos. 

En este sentido, la transparencia estatal constituye un principio fundamental de la gestión 

pública, en tanto garantiza que las actuaciones, decisiones y procesos desarrollados por las 

instituciones sean accesibles para la ciudadanía, favoreciendo el control social, la rendición de 

cuentas y el ejercicio efectivo de los derechos (Hood, 2006). En el contexto colombiano, este 
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principio se encuentra respaldado por la Ley 1712 de 2014, la cual reconoce el acceso a la 

información pública como un derecho fundamental y establece la obligación de las entidades 

estatales de divulgar de manera proactiva la información relacionada con su gestión. Por lo que, 

cuando la información institucional no llega de forma oportuna o se transmite de manera 

fragmentada, como lo expresan los participantes, se generan barreras que limitan el conocimiento 

de la oferta estatal, restringen la participación ciudadana y dificultan el acceso efectivo a 

programas orientados a la garantía de derechos y al desarrollo rural. 

Sin embargo, los hallazgos evidencian la exigencia de ir más allá de la implementación de 

acciones puntuales y avanzar hacia transformaciones sostenidas que impidan la reproducción de 

las condiciones que históricamente han alimentado el conflicto armado en el territorio. En este 

sentido, De Greiff (2012) sostiene que las garantías de no repetición implican fortalecer las 

instituciones, garantizar los derechos y transformar las estructuras que hicieron posible las 

violaciones, de manera que la paz pueda consolidarse de forma duradera. 

Lo descrito se hace visible en la voz de los actores, quienes consideran que los procesos de 

paz requieren continuidad y compromiso institucional. Uno de ellos afirma que "no es solamente 

generar acuerdos de paz, sino darle seguimiento hasta lograr el objetivo" (ESE_AC1_H, 

R274:R275), advirtiendo que "pueden haber dos, tres acuerdos de paz, pero si no buscamos la 

manera de que no volvamos a caer en eso, pues va a ser difícil que Colombia en algún momento 

desescale la violencia"(ESE_AC1_H, R275:R277). Sus palabras reflejan que las comunidades de 

Tibú no conciben la no repetición como el resultado exclusivo de la firma de un acuerdo, sino 

como un proceso permanente que demanda el cumplimiento efectivo de los compromisos 

adquiridos, la presencia sostenida del Estado y la consolidación de oportunidades que reduzcan las 

causas estructurales del conflicto. 
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Como resultado transversal de todos los relatos, las comunidades no solo reconstruyen la 

memoria del conflicto armado, sino que también elaboran una reflexión crítica sobre las 

condiciones que han perpetuado la violencia y, al mismo tiempo, proyectan alternativas para 

transformar su territorio. Fals Borda (1986), sostiene que las comunidades no constituyen 

únicamente un objeto de investigación, sino sujetos capaces de producir conocimiento a partir de 

su historia y de sus prácticas cotidianas. En este sentido, las voces recogidas en Tibú, trascienden 

el relato de las afectaciones para convertirse en saberes situados que permiten comprender las 

causas del conflicto y proponer caminos para construir un futuro distinto. 

La construcción colectiva del conocimiento también se relaciona con la noción de 

sentipensar desarrollada por Arturo Escobar (2014), para quien las transformaciones territoriales 

emergen de conocimientos producidos colectivamente, desde los propios territorios y en estrecha 

relación con quienes los habitan. En este horizonte, las voces de los actores coinciden en que la 

transformación del territorio requiere superar las profundas desigualdades que históricamente han 

alimentado el conflicto armado. Uno de ellos hace un llamado a "la unidad, a que busquemos 

alternativas, a que dejemos un poco los egos a un lado y que pensemos a nivel general de poder 

construir una sociedad con oportunidades para todos" (ESE_EC1_H, R513:R515).  

Llamados como este reflejan como más allá de expresar un deseo de paz, los participantes 

formulan una reflexión sobre el futuro del territorio. Su relato evidencia que, aun después de 

décadas de confrontación armada, persiste una disposición por construir escenarios de convivencia 

sustentados en la solidaridad, la participación y la búsqueda de oportunidades compartidas. Esta 

narrativa cuestiona las narrativas que reducen a las comunidades del Catatumbo a su condición de 

víctimas y las reconoce como actores con capacidad de proponer, organizarse e imaginar 

alternativas para la transformación de su realidad. En este sentido, la paz deja de entenderse como 
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un resultado exclusivamente institucional para convertirse en un proceso que también se construye 

desde las iniciativas, expectativas y acciones de quienes han resistido históricamente la violencia. 

Desde la perspectiva institucional, esta transformación requiere igualmente fortalecer la 

capacidad del Estado para responder a las necesidades históricas del campesinado. En este sentido, 

uno de los actores señala que "necesitamos un Estado más fuerte, un marco normativo más fuerte 

que permita avanzar en los procesos de recuperación de tierras" (ESE_AC6_H, R2488:R2489), 

reconociendo que la garantía efectiva del derecho a la tierra continúa siendo uno de los principales 

desafíos para consolidar una paz estable y duradera en Tibú.  

En conjunto, estas reflexiones permiten comprender que las propuestas transformadoras 

de los actores se sitúan en el centro la organización comunitaria, el acceso a la tierra, la generación 

de oportunidades para la juventud, la disminución de las desigualdades y el fortalecimiento de la 

acción colectiva como condiciones indispensables para construir una paz duradera. Más allá de las 

profundas huellas que ha dejado el conflicto armado, las voces de esta investigación evidencian 

que el mayor potencial transformador del territorio reside en la capacidad de sus habitantes para 

sentipensar el futuro desde la solidaridad, la permanencia y el compromiso con la vida colectiva. 

En conjunto, el proceso de acceso y formalización de la tierra en el municipio de Tibú se 

configuró como una realidad compleja que trascendió los procedimientos de adjudicación y 

titulación de predios, al estar estrechamente influenciada por las dinámicas del conflicto armado, 

la implementación del Acuerdo de Paz y las formas en que las comunidades campesinas resistieron, 

permanecieron y reivindicaron sus derechos sobre el territorio. Si bien la implementación del 

Acuerdo de Paz de 2016 propició avances en materia de formalización de predios, fortalecimiento 

institucional y generación de oportunidades para algunas comunidades rurales, estos continuaron 

enfrentándose a profundas limitaciones derivadas de la persistencia del conflicto armado, la 
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concentración de la propiedad rural, la débil presencia integral del Estado y las disputas por el 

control territorial. 

5. Conclusiones 

El municipio de Tibú, ubicado en la subregión del Catatumbo, constituye un escenario 

fundamental para comprender las realidades del acceso y la formalización de la propiedad rural en 

el marco del Acuerdo de Paz de 2016. En esta zona del país, la tenencia de la tierra supera los 

trámites de orden administrativo, revelándose como un fenómeno social complejo condicionado 

por factores históricos de exclusión, las transformaciones del conflicto armado y las marcadas 

desigualdades que favorecen la concentración de la propiedad rural frente al bienestar colectivo. 

Desde una perspectiva social, el territorio no se reduce a un espacio geográfico o productivo, sino 

que representa un entorno vital donde se articulan la identidad, la memoria, el arraigo comunitario 

y la seguridad de las familias campesinas. Por consiguiente, asegurar la propiedad de los predios 

rurales es un requisito indispensable para el desarrollo del campo, la reconstrucción del tejido 

social y la construcción de una paz estable en la región. 

Esta condición estructural se remonta al antiguo régimen de haciendas y se ha visto 

agravada por una débil presencia institucional en el territorio, la cual no debe entenderse como una 

simple ausencia del Estado, sino como una limitada capacidad para garantizar derechos, regular la 

vida social y ejercer autoridad legítima. Asimismo, la falta de inversión social y de alternativas 

para desarrollar economías legales empujó a las comunidades hacia la economía de la coca, 

mientras que la concentración histórica de la tierra y los procesos de despojo impulsados por el 

paramilitarismo desde finales de los noventa provocaron el desplazamiento forzado de cientos de 

familias, generando una incertidumbre jurídica sobre la propiedad que aún hoy dificulta la 

restitución y la formalización de la misma. 
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De manera transversal, estos obstáculos se relacionan con la ausencia de una voluntad de 

paz genuina entre los actores armados que persisten en el territorio, así como con los retos que 

enfrentan los programas de sustitución de cultivos ilícitos en materia de aptitud del suelo, costos 

de transición y acompañamiento técnico.  

Ahora bien, frente a estas problemáticas, el cumplimiento de los compromisos de 

desarrollo agrario contemplados en el Acuerdo de Paz ha avanzado a ritmos diferentes, 

condicionados por los cambios en las administraciones gubernamentales, tras un periodo de 

estancamiento entre los años 2017 y 2022, se ha dinamizado la adjudicación y regularización de 

la propiedad rural. En el contexto específico de Tibú, estos adelantos se han reflejado en estrategias 

de formalización de predios destinados a servicios comunitarios, tales como escuelas, escenarios 

deportivos y puestos de salud, así como las hectáreas tituladas a las familias campesinas. De igual 

manera, se destacan avances en equidad, con la titulación y entrega de parcelas a mujeres 

campesinas en el sector de Caño Indio, así como el fortalecimiento de la participación comunitaria 

mediante el diálogo entre las instituciones y las organizaciones sociales para avanzar en la 

delimitación de la Zona de Reserva Campesina. No obstante, el cumplimiento global de las metas 

de Tierras continúa registrando rezagos frente a lo pactado inicialmente, mostrando una distancia 

entre lo pactado y su aplicación real debido a las dificultades institucionales en la región. 

Finalmente, los hallazgos permiten concluir que la agudización de la violencia territorial 

en Tibú ha tenido un impacto directo sobre el acceso y la permanencia de las familias campesinas 

en sus tierras, en la medida en que el territorio se convierte en el principal objeto de disputa entre 

los actores armados, quedando la formalización de la propiedad subordinada a las lógicas de 

control que estos imponen sobre la población. El carácter cíclico del conflicto explica la fragilidad 

de los avances logrados tras el Acuerdo de Paz, pues los periodos de calma relativa que permitieron 
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ciertos progresos en formalización se han visto seguidos por nuevas escaladas de violencia que 

revierten esos logros. A ello se suma que las restricciones a la movilidad y a la vida cotidiana 

impuestas por los grupos armados dificultan que las familias adelanten los trámites necesarios para 

formalizar sus predios, incluso cuando existen oportunidades institucionales. 

Pese a este panorama, la resistencia cotidiana del campesinado y el papel articulador de los 

liderazgos sociales han permitido sostener cierta continuidad en las demandas de acceso a la tierra, 

aunque esta capacidad comunitaria no reemplaza la responsabilidad estatal, cuyos esfuerzos de 

titulación y protección continúan siendo insuficientes frente a la magnitud del conflicto.  

En este sentido, como recomendación se sugiere fortalecer las investigaciones sobre la 

implementación del Acuerdo de Paz con las poblaciones rurales afectadas por el conflicto armado 

interno, profundizando en sus experiencias para comprender de mejor manera sus realidades, así 

como incorporar las propuestas planteadas por los participantes como formas de reparación y al 

momento de formular y ejecutar políticas públicas 

En cuanto a las limitaciones, el estudio estuvo condicionado, en primer lugar, por el tiempo 

disponible de los participantes. Asimismo, la sensibilidad y confidencialidad de los datos 

relacionados con el tema investigado generaron restricciones en el acceso a la información, lo que 

dificultó tanto su obtención como la vinculación de participantes al proceso de investigación. 
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